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			Jaime Brunet Romero nació en Bayona (Francia) el 20 de julio de 1926 y falleció el 4 de enero de 1992 en San Sebastián (Gipuzkoa). Nacido en el seno de una familia de emprendedores catalanes que se había asentado en el siglo XVIII en Gipuzkoa (donde desarrollaron una importante actividad industrial), fue educado con un talante liberal y crítico con la época que le tocó vivir. Fue encaminado a la carrera de Derecho por su padre, Jaime Brunet Goitia, jefe local del partido republicano que llegó a ser teniente de alcalde del ayuntamiento de San Sebastián, donde ya habían ocupado la alcaldía su abuelo y bisabuelo. Cursó sus estudios en la Universidad de Valladolid, en la que ejerció por un tiempo como profesor ayudante.

			Su afición destacada por la lectura se acompañó por el interés de aprender idiomas, con los que pudo desenvolverse con facilidad en sus numerosos viajes, que le llevaron, a pesar de las dificultades de su tiempo, a recorrer más de treinta países. En estos viajes, según confesaba, captó y comprendió cuánta discriminación y violencia, cuánto abuso de los poderosos sobre los débiles existen aún en nuestro siglo, y con qué facilidad se conculcan diariamente los derechos más elementales de la persona humana. En los últimos años de su vida su sensibilidad por la situación de los derechos humanos y la defensa de la libertad del ciudadano, también ante los abusos de la Administración pública, se convirtieron en su constante preocupación.

			Al no tener descendencia directa, y movido por sus sentimientos que le rebelaban contra las actuaciones injustas, decide legar su fortuna para crear a su fallecimiento la fundación que con su nombre se dedique a divulgar los derechos humanos y a premiar a quienes por su trabajo en defensa de los mismos se hicieran merecedores de este reconocimiento. De este modo, se crea la Fundación Jaime Brunet Romero, con residencia en la Universidad Pública de Navarra, según su voluntad testamentaria.

			* * *

			La Fundación Jaime Brunet, residente en la Universidad Pública de Navarra, fue creada por expreso deseo de Jaime Brunet Romero con el objetivo de fomentar el respeto a la dignidad humana, las libertades fundamentales y los derechos humanos, así como la erradicación de situaciones y tratos inhumanos y degradantes. La actividad fundamental de la fundación, desde 1998, ha sido la convocatoria del Premio homónimo para distinguir la trayectoria u obra de personas o instituciones que se hayan destacado por la defensa de los derechos humanos. El premio, con una importante dotación económica, ha sido concedido hasta el momento en 18 ocasiones a personas e instituciones de gran prestigio internacional, lo que a su vez ha consolidado el renombre del premio.

			Dada la importante relación entre la Fundación y la Universidad Pública de Navarra, parecía oportuno ligar mejor la conexión entre los objetivos fundacionales y la propia actividad académica universitaria, fundamentalmente la investigadora, y dentro de esta la de jóvenes investigadores en formación. En ese sentido, el Patronato de la Fundación tomó la decisión de instaurar un nuevo premio que reconociera trabajos de tesis doctoral cuyo contenido tenga una relación directa con los derechos humanos y su defensa y promoción. 

			Aparte del reconocimiento y de la dotación económica, el premio conlleva la publicación de la tesis doctoral. El ejemplar que tiene en sus manos corresponde al trabajo premiado en la convocatoria de 2017, es el segundo de una colección que lógicamente se construirá en torno al tema de los derechos humanos.

			Desde la Fundación Brunet estamos convencidos de que esta iniciativa contribuirá muy positivamente a los fines fundacionales, a la par que permitirá incentivar la carrera de muchos jóvenes investigadores.

			Alfonso Carlosena

			Presidente de la Fundación Jaime Brunet

			Rector de la Universidad Pública de Navarra

		

	
		
			Agradecimientos

			El proceso de elaboración de este libro ha tenido, como el té saharaui, momentos suaves, dulces, pero también amargos. Por ello, antes de pasar al desarrollo de los distintos capítulos que componen este trabajo, no puedo dejar de expresar algunos agradecimientos. Nombrar a todas las personas importantes en este proceso sería difícil, por lo que, siguiendo la distinción de Bertolt Brecht, reservaré los agradecimientos importantes para espacios más informales y mencionaré aquí a las personas imprescindibles en este camino.

			Esta tesis no hubiera sido posible si hace más de 20 años Mikel, Gorka, Bego y Miguel y la asociación Barakaldo con el Sahara-Salam no me hubieran descubierto la realidad de los campamentos de población refugiada y un pueblo hospitalario y paciente. Tampoco habría podido desarrollar este trabajo sin la generosidad de las víctimas, que nos contaron sus historias y pusieron rostro y voz a cada caso. Muy especialmente quiero agradecer su estrecha colaboración y entrega a El Ghalia Djimmy, pilar fundamental en este proceso.

			En segundo lugar, quiero agradecer a mis directores de tesis, Felipe Gómez Isa y Carlos Martín Beristain, su guía y acompañamiento, pero también que me tendieran la mano en un momento muy complicado y confiaran en mí. También agradezco los consejos y el ánimo brindado por mis compañeras y compañeros de los equipos de investigación de la Universidad de Deusto, y la paciencia y apoyo infinitos de mis compañeras de la IRPO, particularmente de la directora, Toñi Caro, y de Borja Sanz, quien ha sido una ayuda indispensable para mejorar los gráficos e imágenes. Agradezco también el apoyo de compañeros del Instituto Hegoa, muy especialmente a Alfonso Dubois, referente personal y académico.

			Por último, este trabajo no hubiera sido posible sin el apoyo incondicional de mi familia y amigos. Mención especial merecen: mi marido, Asier, que ha suplido mis ausencias para que yo pudiera dedicarme a esta investigación. Mis hijos, Luzia y Arkaitz, que sin entender a veces el porqué, han sufrido mi cansancio, y, en ocasiones, mi mal humor. Mis padres y mi abuelo, apoyo moral incondicional, y mis suegros por su indispensable ayuda a la logística de conciliación familiar. Mis amigas, por los momentos de terapia en las situaciones de crisis, y expresamente Eloísa González Hidalgo y Osane Uriarte, lectoras incansables de versiones y borradores y parte imprescindible del proceso.

			Diez y uno1

			A las madres saharauis,	Que mis dedos

			desaparecidas durante años	en el aire acarician

			en mazmorras marroquíes,	su voz, su andar

			a las infancias robadas.	torpe y gestos.

			 

			Diez años y un día	Que trazan su nombre

			en este dilatado desvelo	de derecha a izquierda

			mirando sin ver.	y de izquierda a derecha

				lo vuelven a trazar.

			 

			Diez años y un día	Decidle,

			afanándose la Ignorancia	que, temblorosos,

			en velar la Razón.	no olvidan la abultada

				mudanza del tiempo.

			 

			Decidle,	Decidle,

			que no reproduce	que aunque

			el ojo su imagen.	raptara el lienzo

				yo ya bebí su sonrisa

				y me embebí por siglos.

			
				
					1	Poema de Zahra Hasnaui incluido en Susperregi (2013).

				

			

		

	
		
			Listado de abreviaturas

			ACNUDH	Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos

			ACNUR	Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados

			AFAPREDESA	Asociación de Familiares de Presos y Desaparecidos Saharauis

			AG	Asamblea General de Naciones Unidas

			AI	Amnistía Internacional

			AMDH	Asociación Marroquí de Derechos Humanos

			ASAVIM	Asociación de Víctimas de Guerra y Minas

			ASVDH	Asociación Saharaui de Víctimas de Violaciones de Derechos Humanos

			BIR	Batallón de Instrucción de Reclutas español

			BIRDHSO	Oficina Internacional para el Respeto de los Derechos Humanos

			CADH	Convención Americana sobre Derechos Humanos

			CAT	Comité contra la Tortura (en sus siglas en inglés)

			CCDH	Consejo Consultivo de Derechos Humanos

			CCPR	Comité de Derechos Humanos (en sus siglas en inglés)

			CDH	Comisión de Derechos Humanos

			CED	Comité de Desaparición Forzada (en sus siglas en inglés)

			CEDAW	Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (en sus siglas en inglés)

			CEDR	Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial

			CESCR	Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en sus siglas en inglés)

			CICR	Comité Internacional de la Cruz Roja

			CIDF	Convención Interamericana sobre Desapariciones forzosas de Personas

			CIDH	Corte Interamericana de Derechos humanos

			CIJ	Corte Internacional de Justicia

			CIPPDF	Convención Internacional para la Protección de las Víctimas de Desaparición Forzada

			CNDH	Consejo Nacional de Derechos Humanos

			CODESA	Colectivo de Defensores de Derechos Humanos

			CSPRON	Comité de Apoyo al Plan de Resolución de Naciones Unidas y la Protección de los Recursos Naturales del Sahara Occidental

			CSTS	Confederación Sindical de Trabajadores Saharauis

			DIH	Derecho Internacional Humanitario

			DPI	Derecho Penal Internacional

			EMINSA	Empresa Minera del Sahara S.A.

			EPU	Examen Periódico Universal

			ER	Estatuto de Roma

			FAR	Fuerzas Armadas Reales

			FEDEFAM	Federación Latinoamericana de Asociaciones de Familiares Detenidos-Desaparecidos

			FIDH	Federación Internacional de Derechos Humanos

			GTDFI	Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias

			HRW	Human Rights Watch

			IAI	Instancia de Arbitraje Independiente

			ICTJ	International Center for Transicional Justice

			IER	Instancia de Equidad y Reconciliación

			INI	Instituto Nacional de Industria

			JRe	Justicia Reparadora

			JTr	Justicia Transicional

			LHR	Localising Human Rights

			LOPJ	Ley Orgánica del Poder Judicial

			MINUGUA	Misión de Naciones Unidas para Guatemala

			MINURSO	Misión de Naciones Unidas para Referéndum del Sahara Occidental

			MOREHOB	Movimiento Revolucionario de los Hombres Azules

			OACNUDH	Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos

			OCP	Office Chérifien des Phosphates

			ONAREP	Office National de Recherches et d’Exploitations Petrolieres

			ONG	Organización No Gubernamental

			ONGD	Organización No Gubernamental de Desarrollo

			ONU	Organización de Naciones Unidas

			ONUSAL	Observadores de las Naciones Unidas en El Salvador

			OUA	Organización para la Unidad Africana

			PCCMI	Puesto de Comandancia de las Compañías Móviles de Intervención

			PDESC	Pacto Internacional de Derechos Económicos y Sociales

			PE	Parlamento Europeo

			PHOSBUCRAA	Sociedad Fosfatos de Bucraa

			PIDCP	Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

			PRC	Programa de Reparaciones Colectivas

			PUNS	Partido para La Unidad Nacional del Sahara

			RASD	República Árabe Saharaui Democrática

			SEPI	Sociedad Estatal de Participaciones Industriales

			SG	Secretario General de Naciones Unidas

			TEDH	Tribunal Europeo de Derechos Humanos

			TNA	Territorios No Autónomos

			TPI	Tribunal Penal Internacional

			UA	Unión Africana

			UAF	Union de l’Action Féminine

			UESARIO	Unión de Estudiantes Saharauis

			UGTM	L’Union Générale des Travailleurs du Maroc

			UGTSARIO	Unión de Trabajadores Saharauis

			UJS	Unión de Juristas Saharauis

			UJSARIO	Unión Nacional de la Juventud de Saguia el Hamra y Río de Oro

			UMT	L’Union Marocaine du Travail

			UNMS	Unión Nacional de Mujeres Saharauis

			UNODC	Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito

			UPES	Unión de Periodistas y Escritores Saharauis

			URSS	Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas

			WSRW	Western Sahara Resource Watch.

		

	
		
			Prólogo

			Desde su comienzo en el año 1975, el conflicto del Sahara Occidental ha recibido escasa atención por parte de la comunidad académica en general por razones que tal vez tengan que ver con el carácter «poscolonial» y el contexto geopolítico de este conflicto. Sin embargo, en los últimos años esta tendencia ha ido cambiando, aunque lentamente, debido en gran parte a los cambios en la dinámica del conflicto especialmente después del cese del conflicto armado y la entrada en vigor del alto el fuego supervisado por la ONU en 1991. La situación actual de «no guerra/no paz» ha trasladado el conflicto del terreno militar a la esfera diplomática y ha puesto de manifiesto una serie de cuestiones humanitarias que en gran medida se han visto eclipsadas durante la fase bélica del conflicto, dando así más visibilidad a la dimensión humanitaria del conflicto. Entre estas cuestiones destaca el tema de los derechos humanos gracias al creciente protagonismo de los y las activistas pro derechos humanos saharauis y las víctimas de los abusos cometidos por las fuerzas marroquíes en las zonas ocupadas del Sahara Occidental.

			En este contexto se enmarca el libro de la Dra. María López Belloso sobre Los procesos de verdad, justicia y reparación a las víctimas de desaparición forzada en el Sahara Occidental, que tuve el honor y el placer de participar como miembro del tribunal en la defensa de la tesis doctoral en la que se basa esta obra. Como hice constar entonces, el trabajo realizado por la autora es un estudio excelente, novedoso y oportuno. Excelente, tanto por su calidad investigadora como por su metodología, y novedoso, por su temática y enfoque, siendo, a mi entender, el primer estudio empírico de su género. La novedosa aportación de este libro se aprecia también teniendo en cuenta las tendencias de investigación dominantes sobre la cuestión del Sahara Occidental, sobre todo en lo que se refiere a los análisis realizados desde el Derecho, las Relaciones Internacionales y la Ciencia Política. El libro es asimismo oportuno porque estudia la creciente importancia que adquiere el tema de los derechos humanos en la actual fase del conflicto del Sahara Occidental y los procesos y vías de acción que pueden utilizar las víctimas saharauis para defender sus derechos.

			Partiendo de una breve introducción al conflicto, el libro hace un recorrido sistemático y bien estructurado que versa sobre el derecho a la autodeterminación y los derechos humanos, la desaparición forzada en el ordenamiento jurídico internacional, la aplicación de los enfoques de justicia transicional en la defensa de las víctimas de desaparición forzada y los procesos de verdad, justicia y reparación a las víctimas de desaparición forzada en el Sahara Occidental con especial énfasis en el derecho a la verdad, a la justicia y a la reparación. En particular, al aproximarse al conflicto en cuestión desde perspectivas jurídicas que aún no han sido exploradas, el libro analiza y plantea otras vías jurídicas de actuación que puedan contribuir a avanzar en las múltiples dimensiones del conflicto, sobre todo en lo que se refiere a los procedimientos tanto convencionales como no convencionales que pueden usar las víctimas saharauis para poder defender sus derechos en el contexto internacional. Desde el punto de vista metodológico, el libro se fundamenta en un marco conceptual integral y en una base empírica sólida consolidada por varias fuentes primarias. Por estas razones, indudablemente es una gran aportación bibliográfica al estudio no solo de este tema en particular sino también de la cuestión del Sahara Occidental en general y, de este modo, podría ser útil tanto para los profesionales interesados en esta cuestión como para los y las activistas pro derechos humanos y para el público lector en general.

			La autora señala al principio de su libro que, desde hace más de dos décadas, se encuentra estrechamente vinculada al movimiento solidario con el pueblo saharaui y que, a lo largo de sus estudios universitarios, se ha sentido en la necesidad de contribuir en la manera de lo posible a mejorar la situación de este pueblo. Este posicionamiento y compromiso personal de la autora con respecto a su caso de estudio plantea una cuestión metodológica de suma importancia. Se trata del posicionamiento del investigador o investigadora en relación con sus objetos de estudio y de hasta qué punto puede adherirse estrictamente a los imperativos de la neutralidad y objetividad «científica» y no cruzar la línea hacia la toma de posición y la posible acción, especialmente ante situaciones concretas de injusticia y graves abusos de los derechos humanos. A mi juicio, el presente libro ofrece una respuesta clara a esta pregunta a través de un enfoque comprometido que, con todo el rigor académico, procura no solo comprender su tema de estudio sino también explorar las posibilidades de acción respecto a esta cuestión. 

			El libro de la Dra. María López Belloso es por lo tanto un ejemplo bastante ilustrativo del activismo intelectual y responsable que busca generar conocimientos socialmente pertinentes al tiempo que mantiene la acción y sus posibilidades en el centro de la investigación académica en su conjunto. Es este tipo de activismo comprometido social e intelectualmente el que hace mucha falta teniendo en cuenta la situación actual de nuestro mundo.

			Nueva York, 23 de julio de 2018

			Dr. Sidi M. Omar

			Representante del Frente Polisario ante la ONU

		

	
		
			Introducción

			El conflicto del Sahara Occidental deriva de un proceso de descolonización fallido, que convierte al territorio en la última colonia de África. Este conflicto ha recibido mucha atención de los estudios jurídicos e internacionalistas por ser un caso en el que el Derecho Internacional aplicable es incuestionable, pero, a pesar de ello, permanece estancado y sin resolverse.

			Los análisis realizados desde el Derecho se han ocupado principalmente de la cuestión del derecho del pueblo saharaui a la autodeterminación y la realización del referéndum. Desde las Relaciones Internacionales y la Ciencia Política la atención se ha centrado particularmente en el proceso de paz y el análisis de los posicionamientos políticos de las partes. A pesar de esto y, sobre todo, pese a la claridad del marco jurídico aplicable, el conflicto del Sahara Occidental permanece irresuelto y, además, no constituye una prioridad de la agenda política internacional, por la baja intensidad del conflicto, siendo un claro ejemplo de los denominados «conflictos olvidados».

			Precisamente por este estancamiento frente a la claridad del derecho aplicable, y dado mi interés por el caso saharaui, entendía necesario estudiar otras vías jurídicas de actuación que contribuyan a avanzar en las múltiples dimensiones del conflicto, tanto por razones personales como académicas.

			Desde hace más de dos décadas me encuentro estrechamente vinculada al movimiento solidario con el pueblo saharaui debido a la dura situación en la que se encuentra, y he ido observando cómo, a pesar de tener el derecho a su favor, la situación de refugio y el conflicto se iban prolongando y fracasaban todas las tentativas de desbloqueo. Como estudiante de Derecho primero, y de postgrado y doctorado después, me he sentido en la necesidad de contribuir en la manera de lo posible a mejorar la situación de un pueblo que, pese a todo, espera pacientemente y con una serenidad, a veces incomprensible a ojos externos, volver a su país. Por esta razón, me planteé realizar una investigación que pudiera facilitar, al menos, herramientas a quienes están interesados en la defensa de los derechos humanos y que se aproxime al conflicto desde perspectivas jurídicas que aún no han sido exploradas.

			Este interés personal ha coincidido con la introducción en la agenda del conflicto de cuestiones que abren posibilidades de actuación interesantes desde el punto de vista jurídico, como son, por ejemplo, la explotación de los recursos naturales del territorio, o la situación de los derechos humanos.

			En el caso de la explotación de los recursos naturales del territorio se han puesto en marcha iniciativas significativas que han alcanzado hitos jurídicos y políticos importantes, como la anulación de los acuerdos agrícolas y pesqueros entre la Unión Europea y Marruecos por su inclusión de productos provenientes del Sahara Occidental, territorio sobre el que Marruecos no tiene la soberanía.

			En el caso de la situación de los derechos humanos, hemos podido observar cómo desde principios del siglo XXI han ido introduciéndose de manera paulatina en la agenda del conflicto, constituyendo en la actualidad uno de los focos principales de las negociaciones entre las partes y de los debates en el seno de Naciones Unidas. En efecto, aunque hasta la fecha señalada apenas se había analizado el conflicto desde la óptica de los derechos humanos, desde el surgimiento del conflicto en 1975 se produjeron numerosas y graves violaciones de los derechos humanos en el territorio del Sahara Occidental, como los bombardeos con napalm y fósforo blanco, el desplazamiento forzado de la población, las detenciones arbitrarias, la tortura o las desapariciones forzadas. Precisamente, el delito de desaparición forzada ha estado ligado desde el surgimiento del conflicto al intento de eliminar la afiliación o colaboración con el Frente Polisario, movimiento de liberación nacional saharaui, además de que las víctimas de desaparición forzada han desempeñado un papel muy relevante en la denuncia de la situación de los derechos humanos y en la construcción del tejido asociativo en el territorio. Así pues, habida cuenta de la gravedad de este delito, considerado como un crimen de lesa humanidad y un delito permanente, y la proporción del número de víctimas de desaparición forzada en el Sahara Occidental respecto de la población del territorio, el análisis de esta violación de derechos humanos se revela necesaria. Por tanto, este trabajo se propuso estudiar el fenómeno de la desaparición forzada en el contexto del conflicto saharaui y analizar las herramientas y cauces de actuación para las víctimas en el derecho internacional.

			La desaparición forzada es un fenómeno relativamente reciente, especialmente desde la mitad del siglo XX. Su origen suele situarse en el régimen nazi, y ha sido un delito empleado en contextos de represión sistemática y generalizada, tanto en conflictos internos como internacionales. En España, durante la guerra civil, desaparecieron más de cien mil personas, cuyo paradero aún no ha sido revelado. Esta negación del derecho de las víctimas a la verdad ha supuesto numerosas críticas a España. La desaparición forzada también tuvo una gran incidencia en las dictaduras latinoamericanas de finales del siglo XX, extendiéndose posteriormente a otros países y contextos. Hoy día la lucha contra la desaparición forzada es un fenómeno de vigente actualidad que ha experimentado una considerable evolución normativa. Dicha evolución ha estado estrechamente relacionada con los procesos de verdad, justicia, y reparación a las víctimas, confluyendo así con el enfoque de una disciplina de creciente importancia en el Derecho Internacional: la Justicia Transicional (JTr). La JTr supone una aproximación alternativa a los planteamientos tradicionales y retributivos de la justicia, centrados en la responsabilidad de los Estados o de los victimarios a través del Derecho Penal Internacional (DPI). Esta nueva disciplina brinda mecanismos judiciales y extrajudiciales para dar respuesta a situaciones de conflicto o violaciones sistemáticas de derechos humanos.

			En el contexto elegido han confluido dos elementos que justifican académicamente el objeto de estudio. En primer lugar, fruto de un proceso interno gradual de apertura y preocupación por cuestiones relacionadas con los derechos humanos, se creó en 2005 la Instancia de Equidad y Reconciliación en Marruecos (IER), para entender sobre las violaciones de derechos humanos, concretamente de los casos de desaparición forzada y detención arbitraria durante los denominados «años de plomo». Esta Instancia constituyó una iniciativa pionera en el mundo árabe, así como un ejemplo de un mecanismo de justicia transicional para el abordaje de la desaparición forzada en Marruecos.

			En segundo lugar, en 2013 Marruecos ratificó la Convención Internacional para la Protección de las Víctimas de Desaparición Forzada (CIPPDF), fecha en la que entraron en vigor las obligaciones derivadas de la misma para Marruecos. Pese a que ningún Estado de la comunidad internacional ha reconocido la soberanía de Marruecos sobre el territorio del Sahara Occidental, este trabajo defenderá que las obligaciones derivadas de este instrumento de protección de los derechos humanos se aplican también respecto de las víctimas saharauis, al ser Marruecos la potencia ocupante del territorio.

			Así, esta investigación trata de determinar cuáles son las vías jurídicas existentes en el Derecho Internacional para la protección de los derechos de las víctimas saharauis de desaparición forzada a la verdad, a la justicia y la reparación, especialmente tras la entrada en vigor de la CIPPDF para el Estado de Marruecos. Más concretamente, este trabajo partió de la hipótesis de que un enfoque de justicia transicional que analice los procesos de verdad, justicia y reparación, desde el protagonismo de las víctimas y de su participación en ellos, puede constituir una herramienta fundamental para la construcción de la paz a través de transformaciones jurídicas, políticas, económicas y sociales que contribuyan a la estabilidad de la zona y la superación del status quo.

			Para poder sostener este argumento principal, se desarrollan una serie de cuestiones complementarias que pasamos a detallar a continuación:

			A) Aunque el conflicto del Sahara Occidental no está terminado y no se ha producido una transición real en el territorio, la versatilidad y variedad de los mecanismos de JTr y, concretamente, las características de las comisiones de la verdad pueden contribuir de manera efectiva a reforzar a las víctimas saharauis y la importancia de la defensa de los derechos humanos en la agenda del conflicto. Así pues, entendemos que desde la justicia transicional puede realizarse una aportación legal y política a la reconciliación entre las partes, pero sobre todo entre la sociedad marroquí y saharaui en aras a una convivencia pacífica prolongada. El hecho de que aún no exista un contexto de transición/pacificación en el territorio no impide la utilización de este enfoque, que ya ha sido empleado en otros contextos en los que la ausencia de violencia aún no está consolidada. La novedad de esta aplicación constituye, por tanto, un elemento enriquecedor de este trabajo.

			Como bien es sabido, la JTr se centra en la lucha por los derechos de las víctimas, particularmente a través de la búsqueda de la verdad, justicia y reparación a las mismas. Por tanto, este trabajo procede a:

			a.1.	El estudio del proceso de la IER para determinar la información proporcionada a las víctimas saharauis y su adecuación a los estándares internacionales de verdad, así como las consecuencias de las informaciones proporcionadas a la luz de distintos instrumentos jurídicos internacionales.

			a.2.	Analizar hasta qué punto se ha garantizado el acceso a la justicia de las víctimas saharauis, bien a lo largo del proceso implementado por la IER, o bien a través de los procesos ante otros organismos internacionales.

			a.3.	Considerar y comparar los mecanismos de reparación otorgados por los distintos organismos que han entendido en menor o mayor medida de los casos de desaparición forzada de población saharaui, y su respuesta a las demandas de reparación a las víctimas. Más concretamente se valorarán las respuestas del Reino de Marruecos en las políticas de reparación respecto de las víctimas de desaparición forzada saharauis a la luz de las propias demandas de esta, de los estándares internacionales y las respuestas a las víctimas marroquíes.

			B) Las obligaciones derivadas de la ratificación de la CIPPDF por Marruecos en 2013 aplican también respecto de las víctimas saharauis. Por tanto, la evolución de la consideración del delito de desaparición forzada en el Derecho Internacional ofrece a las víctimas saharauis herramientas jurídicas de vigente actualidad. Pese a la existencia de importantes limitaciones de los instrumentos internacionales (la propia Convención y el Comité de Desaparición Forzada –CED en sus siglas en inglés–) existen obligaciones derivadas de la ratificación de la Convención para Marruecos que pueden ser reclamadas por las víctimas saharauis a través de los mecanismos previstos por la propia Convención.

			Para desarrollar este análisis se ha estructurado este trabajo en dos partes.
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			Gráfico 1. Estructura de la investigación.

			La primera parte, que abarca los capítulos primero y segundo, se encarga de dotar de un marco teórico y conceptual a este trabajo. Así, el capítulo primero realiza una síntesis del conflicto y de los principales aspectos jurídicos reseñables del mismo. Así mismo, en este capítulo se procede a una descripción detallada de las distintas violaciones de derechos humanos acontecidas desde el surgimiento de esta controversia, así como de los distintos factores que han influido en el protagonismo creciente de los derechos humanos en la agenda internacional del conflicto.

			El capítulo segundo se ocupa de repasar la evolución del delito de desaparición forzada en el Derecho Internacional, y de determinar su relación con la JTr. Para ello se procede a la revisión del origen y evolución de esta nueva disciplina y su conexión con otras áreas del derecho, como el Derecho Internacional de los derechos humanos, el DPI o la construcción de paz, para determinar la idoneidad de la aplicación de este enfoque en el análisis de la desaparición forzada en el Sahara Occidental.

			La segunda parte de este trabajo, a partir del capítulo 3, entra en detalle en el análisis del fenómeno de la desaparición forzada en el Sahara Occidental a partir del examen de los procesos de verdad, justicia y reparación propios de la justicia transicional y de los testimonios de las víctimas. De este modo, esta segunda parte se ha estructurado siguiendo este esquema y cada uno de los tres capítulos que la integran analizan el proceso de la IER desde los estándares internacionales de verdad, justicia y reparación, así como la existencia de otras herramientas y mecanismos de protección de los derechos de las víctimas, sobre todo aquellos contenidos en la CIPPDF.

			En el capítulo tercero, relativo al derecho a la verdad, se trata de determinar el grado de conocimiento y reconocimiento que se ha dado a las víctimas saharauis de desaparición forzada en los distintos organismos, pero sobre todo focalizando el análisis en la labor realizada por la IER. La importancia del derecho a la verdad ha cobrado una especial relevancia tras el descubrimiento de la fosa de Meheris y otras nuevas fosas comunes en el territorio, que han cuestionado seriamente la versión e información proporcionada por Marruecos, no solo a las víctimas, sino también a los otros órganos internacionales ya mencionados (Martín Beristain y Etxeberria Gabilondo, 2013).

			En el capítulo cuarto, relativo al derecho de las víctimas saharauis a la justicia, se examina el acceso que estas han tenido a la Instancia, así como a los distintos mecanismos universales y procedimientos especiales. Además se analizan las implicaciones de la posición marroquí sobre la responsabilidad individual de los responsables de violaciones de derechos humanos, y cómo se enmarca esta en el debate sobre la impunidad y el derecho de las víctimas a la justicia.

			Por último, el capítulo quinto, relativo al derecho de las víctimas a la reparación, para poder valorar la integralidad o no de la misma, estudia la coherencia interna (entre sí) y externa (con el conjunto) de las medidas de reparación proporcionadas. Una parte importante de este capítulo será analizar las demandas de la propia población saharaui para reparar el daño.

			El trabajo termina con una síntesis de las principales conclusiones extraídas de la investigación, así como de la medida en la que se ha cumplido con los objetivos planteados en la misma, y la verificación o no de las distintas hipótesis planteadas.

			JUSTIFICACIÓN TEMÁTICA

			La cuestión de la desaparición forzada en el conflicto tiene una magnitud muy importante en relación al total de la población saharaui y de la intensidad de este fenómeno. Consecuentemente, la desaparición forzada ha tenido un impacto muy significativo en la población saharaui, que ha sido escasamente analizado por parte de la academia. El Oasis de la Memoria (Martín Beristain y González Hidalgo, 2012) supuso un hito en la visibilización y revisión del impacto psicosocial que las desapariciones tuvieron en la población saharaui. La entrada en vigor de la CIPPDF en mayo de 2013 para Marruecos supuso un cambio significativo en el marco jurídico aplicable y las herramientas legales al alcance de la población saharaui, y por su novedad justifica la pertinencia del examen en detalle de las implicaciones de este hito para las víctimas saharauis.

			Tal y como veremos en el capítulo segundo, el fenómeno de la desaparición forzada suele vincularse con las políticas nazis durante la segunda guerra mundial y los conflictos y dictaduras de América Latina en las décadas de los setenta y ochenta del siglo XX. Sin embargo, lejos de ser un fenómeno del pasado, las desapariciones siguen siendo una práctica presente en contextos geográfica y políticamente distintos.

			La evolución de la regulación de la desaparición forzada está estrechamente relacionada con la emergencia de un nuevo enfoque en el ámbito del Derecho Internacional Público, que apuesta por mecanismos de justicia centrados en la protección de las víctimas. Así, los enfoques de JTr y la normativización de la desaparición forzada han experimentado una evolución paralela en el ordenamiento jurídico internacional.

			La regulación de la desaparición forzada ha experimentado un avance marcado por distintos hitos a nivel internacional y regional que culminaron con la aprobación de la CIPPDF en 2006, y con ella se consolidaron en el ordenamiento jurídico internacional los derechos de las víctimas a la verdad, a la justicia y a la reparación.

			Respectivamente, estos derechos habían ido consolidándose en el ordenamiento jurídico internacional a través de distintos mecanismos y herramientas que culminaron a mediados de la década de los dos mil con la adopción de los Principios y Directrices, el Conjunto de Principios para la lucha contra la impunidad, y la Resolución 9/11 del Consejo de Derechos humanos.

			La JTr supone una basculación del protagonismo tradicional en el Derecho Internacional de los Estados y los victimarios hacia las víctimas. Así, los mecanismos de JTr colocan a las víctimas en el centro del proceso, priorizando la garantía de sus derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación. Este cambio en el Derecho Internacional coincide con un cambio en el discurso y en el foco de atención de la comunidad internacional en lo relativo al conflicto del Sahara Occidental. Efectivamente, como detallaremos más adelante, también en la década de los dos mil, sobre todo tras la Intifada de 2005, comenzó un cambio en el discurso de Naciones Unidas plasmado en el lenguaje de las resoluciones, reflejo de los debates en el seno de la organización sobre la cuestión de los derechos humanos en el territorio. La tradicional predominancia de la defensa del derecho de autodeterminación fue cediendo espacio a la defensa de los derechos humanos en el territorio, en gran medida por el protagonismo creciente de los activistas saharauis. Esta transición o basculación se vio potenciada también por una serie de reformas progresivas y medidas adoptadas por el régimen marroquí para la mejora de la situación de los derechos humanos en el país ante la presión internacional. Por tanto, a principios de siglo confluyeron distintos factores jurídicos y políticos que supusieron un incremento del protagonismo de las víctimas de violaciones de derechos humanos en general, y de las víctimas saharauis en particular.

			Una de las cuestiones que puede suscitar mayores tensiones es el alcance de los mecanismos de JTr en el contexto que nos ocupa.

			Como veremos, la disciplina de la JTr es relativamente reciente en el Derecho Internacional, y está caracterizada por su dinamismo y capacidad de evolución en función de situaciones concretas. Si bien, como señalan autores como Ester Muñoz y Felipe Gómez Isa, se ha criticado en ocasiones la imposición de procesos de JTr top-down, sin tener en cuenta contextos locales (Muñoz y Gómez Isa, 2015). No obstante, el mismo Gómez Isa defiende que la versatilidad es una de las principales características de las medidas de JTr, debiendo poder adaptarse estas a nuevos casos y distintos contextos (Gómez Isa, 2012: 26).

			Prueba de esta capacidad es la progresiva inclusión de los mecanismos de JTr en los procesos y negociaciones de paz y su vinculación a los programas de desarrollo. Así pues, esta nueva disciplina del Derecho Internacional se nutre y está íntimamente ligada con otras disciplinas, como el Derecho Internacional de los derechos humanos, la construcción de paz y el desarrollo.

			Por otro lado, las susceptibilidades que despierta el empleo de mecanismos de JTr en contextos en los que todavía no hay un cese del conflicto o de las violaciones de derechos humanos, pueden disiparse a la luz del éxito de la experiencia colombiana, donde, sin duda, los procesos de verdad, justicia y reparación a las víctimas están jugando un papel esencial en el proceso de paz.

			Además, el abanico de mecanismos que ofrece la JTr es muy amplio, abarcando tanto instrumentos judiciales como no judiciales. En el caso del Sahara Occidental, la IER constituye un hito de la JTr en el mundo árabe, siendo la primera comisión de la verdad en este contexto geográfico-cultural. Esta comisión es un mecanismo no judicial, que pretendía ofrecer a las víctimas de graves violaciones de derechos humanos, concretamente a las víctimas de desaparición forzada y detención arbitraria, acceso a la verdad sobre el paradero y el destino de las personas desaparecidas y a la reparación. Sin embargo, esta instancia no tenía competencia judicial y, por tanto, la presentación de solicitudes de reparación a este órgano no suponía aceptación implícita de la soberanía marroquí sobre el territorio, soberanía que no ha sido reconocida por ningún Estado en la comunidad internacional.

			Nos encontramos aquí, por tanto, ante un doble proceso con repercusiones muy distintas. Por un lado, no cabe duda de que la IER supuso un gran avance en materia de reconocimiento de violaciones de derechos humanos en el pasado para Marruecos. Sin embargo, en el caso saharaui, no ha existido proceso transicional. De hecho, el conflicto saharaui no se ha reconocido como tal por la IER, invisibilizado tanto en el lenguaje empleado por la Instancia como en el análisis de las violaciones de derechos humanos.

			Relacionado con esta cuestión y con la idoneidad o no de mecanismos de JTr en contextos de conflicto está la cuestión del alcance de las obligaciones derivadas de la CIPPDF para Marruecos respecto del territorio del Sahara Occidental.

			Como ya veremos en el primer capítulo, el territorio saharaui continua siendo un TNA y como tal figura en el listado de Naciones Unidas. No obstante, desde la invasión de parte del territorio en 1975 y, posteriormente, tras la firma del acuerdo de paz con Mauritania, de todo el territorio, Marruecos es la potencia ocupante del mismo, ejerciendo el control político (convocatoria de elecciones), administrativo (reforma y gestión de la administración regional y local), económico (explotación de los recursos naturales) y militar (construcción del muro). De acuerdo con situaciones análogas de ocupación, como la ocupación turca del norte de Chipre, o la ocupación de los territorios palestinos por parte de Israel, y con la respuesta que a estas han dado distintos órganos internacionales y regionales (TEDH y CIJ), las obligaciones derivadas de la CIPPDF para Marruecos, aplican también para el territorio del Sahara Occidental.

			Cuestión distinta es la efectividad de estas obligaciones, habida cuenta de las limitaciones del propio instrumento (limitación ratione temporis) y las que Marruecos ha interpuesto a la Convención, como el no reconocimiento de la competencia del CED. Este será precisamente uno de los temas que desarrollaremos en la segunda parte de este trabajo.

			Además de no ser un mecanismo judicial, la IER ha optado por centrarse en la revelación/investigación sobre la verdad y la proporción de reparación a las víctimas, eludiendo expresamente entrar a determinar la responsabilidad individual de los perpetradores. Esta cuestión y este enfoque adoptado por esta Instancia se enmarcan en el debate central sobre el derecho de las víctimas a la justicia y la impunidad de los victimarios.

			No obstante, en el caso que nos ocupa, esta limitación del enfoque de la JTr va más alla de la ausencia de responsabilidad de los perpetradores, que ni siquiera podían ser nombrados en el proceso. El conflicto saharaui en sí no existía como conflicto para la Instancia, con las implicaciones que esta invisibilización tiene para las víctimas saharauis, pero además se produjeron otros hechos muy relevantes para el acceso de las víctimas saharauis a la justicia, como la suspensión de la audiencia pública de El Aaiún, o la persistencia de las violaciones de derechos humanos en el Sahara Occidental mientras se implementaba el proceso de la IER.

			La consideración del delito de desaparición forzada como crimen de lesa humanidad posibilita el empleo de otras herramientas, como la jurisdicción universal. Así, el análisis del caso saharaui puede realizar aportaciones también en este ámbito, ya que esta vía está actualmente abierta con la demanda por genocidio contra varios altos cargos marroquíes ante la Audiencia Nacional española.

			En el caso del Sahara Occidental, el rol de las mujeres ha constituido un rasgo diferenciador y característico de la sociedad saharaui respecto de otros conflictos y contextos en el mundo árabe y el norte de África. Como hemos descrito en el capítulo 2, las mujeres tuvieron un papel fundamental no solo en la construcción del Estado saharaui y los campamentos de población refugiada, sino que además, las mujeres, acompañadas de la población infantil y anciana, fueron las principales víctimas de los bombardeos de Um Draiga, Tifariti o Guelta, y fueron víctimas de múltiples violaciones de derechos humanos. En lo que a la desaparición forzada se refiere, las mujeres saharauis han sido víctimas tanto directas como indirectas de este delito. Las mujeres saharauis fueron detenidas y desaparecidas en la misma medida que los hombres saharauis, bien por su participación directa en la lucha por la liberación nacional o su vinculación al Frente Polisario, como por ser esposas, madres, hermanas o hijas de integrantes del movimiento de liberación nacional.

			Dado el papel de la mujer saharaui en la sociedad en su conjunto, y su proporción en las víctimas de desaparición forzada en particular, será necesario analizar cuáles son las potencialidades de los enfoques de JTr para las mujeres saharauis y si han podido acceder a la verdad, a la justicia y a la reparación en los mismos términos y condiciones de igualdad que los hombres. Esta no será una tarea fácil ya que, como iremos describiendo en la parte segunda de este trabajo, los datos que ha hecho públicos la IER no ayudan a identificar fácilmente a las víctimas saharauis. Sin embargo, es necesario analizar si en este proceso se han producido los «sesgos de género» que se describirán en el capítulo segundo, y cómo ha afectado a las mujeres saharauis la «violencia de doble vía» descrita por Irantzu Mendia (2012). Además, como destaca esta misma autora, el refugio y el desplazamiento forzado tienen importantes factores de impacto diferenciados entre hombres y mujeres, y el caso que nos ocupa es un buen ejemplo de ello.

			Los mecanismos de JTr se centran en la garantía de los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación, en aras a la no repetición y la reconciliación. Por este motivo, hemos considerado apropiado estructurar la segunda parte de este trabajo en torno precisamente a la verdad, justicia y reparación a las víctimas saharauis.

			JUSTIFICACIÓN METODOLÓGICA

			La metodología empleada para la realización de este trabajo es una metodología cualitativa, en la que se ha procedido a una revisión bibliográfica de la producción reciente sobre JTr y sobre la desaparición forzada para situar el análisis del caso concreto de las víctimas saharauis de desaparición forzada.

			Esta revisión bibliográfica se ha completado con el análisis de la práctica jurídica y jurisprudencia existente en este tema, que, a pesar de ser relativamente reciente por la juventud del instrumento jurídico seleccionado, aporta ya sentencias y pronunciamientos de órganos internacionales y regionales sobre la protección de las víctimas de desaparición forzada que, sin lugar a duda, sirven para fundamentar el marco teórico de la investigación.

			No obstante, la principal aportación metodológica radica en la utilización de entrevistas a las propias víctimas de desaparición forzada, una práctica propia de la sociología del derecho. Así, esta investigación incorpora el análisis cualitativo de entrevistas semi-estructuradas a víctimas de desaparición forzada que se realizaron en el contexto de elaboración de los informes El Oasis de la Memoria (Martín Beristain y González Hidalgo, 2012) y Meheris: la esperanza posible (Martín Beristain y Etxeberria Gabilondo, 2013).

			La inclusión de testimonios directos de víctimas de desaparición forzada en el caso del conflicto del Sahara Occidental coincide, por una parte, con el enfoque teórico seleccionado, la JTr, que, como venimos reiterando, coloca a las víctimas en el centro del proceso, otorgándoles un protagonismo anteriormente inexistente; y, por otro lado, con un abordaje intersectorial e interdisciplinar de la investigación1.

			Esta perspectiva se ha adoptado consciente de que el impacto de las violaciones de derechos humanos crea procesos de trauma, crisis y duelo (Martín Beristain, 2010: 53), cuyas consecuencias es necesario poner en contexto y analizarlas tanto desde su dimensión individual como colectiva. Particularmente, cuando las violaciones de derechos humanos han sido de carácter sistemático y contra un colectivo concreto, como es el caso de la población saharaui, los efectos colectivos cobran una especial relevancia, ya que afectan a estructuras, liderazgos, y capacidades de funcionamiento, así como a las estrategias de afrontamiento de las víctimas, y por tanto a los procesos de reconciliación. Existe pues, una clara repercusión de los hechos colectivos en los procesos históricos, además de en las narrativas y procesos de memoria, que varía dependiendo de las responsabilidad de los Estados en los hechos históricos concretos (Martín Beristain, 2010).

			Las entrevistas se realizaron con base en la guía entrevista semi-estructurada elaborada por Carlos Martín Beristain (Martín Beristain y González Hidalgo, 2012: 591, t. 2, Anexo 6). La estructura de las entrevistas responde a la lógica del enfoque de JTr en el que se ha basado la investigación. Así, dicha estructura responde a la definición de las categorías de análisis, que han sido agrupadas en cuatro grandes bloques: el análisis de las implicaciones de la entrada en vigor de la CIPPDF; el derecho de las víctimas a la verdad; el derecho de las víctimas a acceder a la justicia, y el derecho de las víctimas a la reparación. Esta última categoría incluye preguntas sobre las estrategias de afrontamiento y las demandas específicas de reparación, trascendiendo así la reparación económica. Todas las categorías de análisis incluyen preguntas específicas sobre las consecuencias de la desaparición para las mujeres, tanto si ellas son las víctimas directas de la desaparición como si son familiares o personas afectadas por la misma.

			Estas categorías del análisis tratan de responder a las preguntas de investigación que han guiado el análisis realizado en este trabajo, y que a su vez se han desglosado, tal y como se detalla en la tabla metodológica2, en distintas dimensiones y variables. Todas ellas se plasmaron en las preguntas de la entrevista, aunque como hemos avanzado las entrevistas eran semi-estructuradas y se adaptaban a cada víctima y cada testimonio. Igualmente, estas categorías, dimensiones y variables se han desglosado en los códigos introducidos en el Atlas Ti para el análisis cualitativo de los testimonios3.

			Para la definición y delimitación de las categorías y análisis se realizaron varias sesiones de formación antes de realizar la investigación de El Oasis de la Memoria con Carlos Martín Beristain, y se redactó una guía de los códigos que se deben emplear, así como de la definición de cada uno de ellos4.

			Las entrevistas se han reforzado con otras fuentes primarias, como las denuncias presentadas por las víctimas ante distintos órganos internacionales (IER y GTDFI) y nacionales (Audiencia Nacional española). Además de la mencionada perspectiva psicosocial, la investigación empírica realizada se ha hecho desde una perspectiva de género. El peso de las víctimas mujeres en la muestra objeto de estudio es evidente. No obstante, la aproximación feminista va más allá de una desagregación por sexo de las víctimas y el análisis cuantitativo de la muestra. Por el contrario, se ha tratado de dar protagonismo a las «experiencias de las mujeres» como víctimas directas (Harding, 1987). Para ello, además de la observación consciente durante las entrevistas de los testimonios de víctimas femeninas, se procedió a la inclusión de preguntas y series de preguntas concretas sobre las repercusiones de las violaciones de derechos humanos en su identidad como mujeres, así como para extractar la narrativa de sus experiencias de manera consciente y diferenciada. Además, la investigadora participa de manera ideológica en el enfoque (feminista) de la investigación tratando de dar cuenta histórica de las mujeres como víctimas (Pérez Sedeño, 1997: 17).

			La metodología empleada en este trabajo guarda numerosas similitudes con la metodología descrita por Gaby Oré en Localising human rights (Oré Aguilar, 2008). La metodología descrita por esta autora trata de analizar un estudio de caso concreto desde un análisis local de los derechos humanos para examinar la relevancia del discurso de los derechos humanos en el avance o mejora de la situación de las víctimas y poder formular así análisis extrapolables a situaciones análogas. En el caso de este trabajo, el objetivo de la metodología empleada, que también otorga un protagonismo especial a las víctimas de desaparición forzada en el contexto del conflicto del Sahara Occidental, es igualmente analizar la contribución que puede realizar el Derecho Internacional de los derechos humanos a mejorar la situación de las víctimas y garantizar la realización de su derecho a la verdad, justicia y reparación. Al mismo tiempo, el empleo del estudio de caso concreto de las víctimas saharauis de desaparición forzada, de vigente actualidad por las circunstancias previamente mencionadas, puede contribuir a asentar criterios e interpretaciones normativas extrapolables a situaciones similares.

			Al igual que la metodología Localising Human Rights (en adelante LHR), el análisis realizado para este trabajo parte de una revisión de la literatura y sistematización del análisis de los casos seleccionados para traducir las necesidades identificadas por las víctimas al lenguaje propio de los derechos humanos. Se trata, por tanto, de un proceso bidireccional (Oré Aguilar, 2008: 4) basado en la experiencia de las víctimas saharauis implicadas en su mayoría en el activismo y defensa de los derechos humanos, y en el análisis del impacto de las actuaciones de estas en el marco normativo de los derechos humanos (Oré Aguilar: 2008).

			En el contexto concreto del conflicto saharaui se ha procurado una representación proporcional de todos los grupos de la comunidad local (víctimas en los campamentos de población refugiada y en los territorios ocupados; víctimas que reaparecieron y víctimas que permanecen desaparecidas; víctimas que accedieron a mecanismos de justicia y víctimas que no...), y, específicamente, con una consciente utilización de la perspectiva de género.

			De entre todas las graves violaciones de derechos humanos que hemos señalado en apartados anteriores y que podrían haber constituido el objeto de estudio, hemos optado por el análisis de los casos de desaparición forzada, ya que concuerda con una agenda definida por las experiencias de las propias víctimas. Además, la cuestión de desaparición forzada en el Sahara Occidental cumplía con otro de los requisitos básicos para la autora como es la existencia de una red real de actores que trabajan en la protección de los derechos humanos, tanto activistas locales como organizaciones internacionales, implicados en la defensa de las víctimas y la denuncia de los casos (Oré Aguilar, 2008: 10).

			Asimismo, como ya hemos señalado previamente, la proporcionalidad de las víctimas de desaparición forzada en el caso saharaui justifica claramente el análisis y constituye, sin duda, una reclamación de derechos humanos con representatividad para la comunidad.

			La metodología contó con la participación de actores locales y de la sociedad civil que acompañó en la realización de las entrevistas, en la selección de los casos y en la documentación complementaria a los mismos.

			En este sentido, miembros de AFAPREDESA, CODESA y la ASVDH estuvieron presentes desde el inicio en el diseño y estructuración de la investigación, contribuyendo a la selección y fundamentación de los casos que se deben analizar (Martín Beristain y González Hidalgo, 2012: 31). Su participación en la investigación contribuyó además a acceder a las víctimas, a dar sentido a sus testimonios y a los casos y a fortalecer a las propias organizaciones.

			La investigación se realizó por un equipo independiente, en el cual participó la autora de este trabajo, pero se mantuvo en todo momento una relación estrecha, que permitió no solo que dichas organizaciones aportaran al proyecto, sino contribuir a formar a las personas integrantes en dichas asociaciones en cuestiones derivadas de la defensa de los derechos humanos y la defensa de las víctimas.

			La investigación que se refleja en este trabajo, al igual que la metodología de LHR, parte de un marco normativo de derechos humanos (desarrollo internacional de la protección a las víctimas de desaparición forzada) que sirve para comprender la relevancia de resolver problemas locales y analizar la correspondencia de las reclamaciones formuladas por las víctimas con el lenguaje contenido en el marco normativo (Oré Aguilar, 2008: 13). Otra cuestión destacable de la metodología propuesta por Gaby Oré es el análisis de la viabilidad política («nivel de espacio político») en el que se contextualizan las reclamaciones de derechos humanos (Oré Aguilar, 2008: 17). Como señala la autora, el análisis de la situación política es sustancial para:

			a)	Determinar si la situación política permite desarrollar la medición de una acción basada en derechos. Para esto es necesario valorar si la situación de conflicto/transición hace viable el análisis, así como si existen unas mínimas instituciones de gobernanza democrática que garanticen la aplicabilidad del marco normativo de derechos humanos.

			b)	Valorar la replicabilidad del análisis realizado.

			c)	Evaluar a posteriori a través del empleo de indicadores de empoderamiento la capacidad y los recursos existentes para que las víctimas puedan reclamar sus derechos con efectividad.

			El cuadro que sucede trata de sintetizar las sinergias existentes con la metodología LHR e ilustrar su potencialidad.

			Tabla 1. Justificación metodológica
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			Fuente:  Tabla basada en la de Oré Aguilar (2008).

			IDENTIFICACIÓN Y CARACTERÍSTICAS DE LOS CASOS DE ESTUDIO

			Tal y como sintetiza Charles Ragin, el éxito de un estudio se basa en tres cuestiones (Ragin, 2000: 69):

			a)	el número de los aspectos relevantes del estudio de caso que el investigador/a puede incluir en su investigación;

			b)	el logro del investigador/a en encajar su análisis del caso con los aspectos teórica y políticamente relevantes; y

			c)	el acuerdo de otros académicos de que dichos aspectos han sido analizados de la manera adecuada.

			En el caso que nos ocupa, el estudio de caso de la desaparición forzada en el conflicto saharaui va a abordar los aspectos clave del tratamiento de dicho tipo jurídico en las normas internacionales: la condición de la desaparición forzada como delito continuado, la competencia ratione temporis del órgano creado por la CIPPDF y, por supuesto, el derecho de las víctimas a la verdad, a la justicia y a la reparación. Los casos seleccionados para el análisis en profundidad responden a estos aspectos clave, identificados después de la lectura de la bibliografía y la literatura.

			Las conclusiones que se extraigan de este análisis se tratarán de contraponer con las opiniones de expertos internacionalistas y defensores de los derechos humanos. Dada la juventud de la convención, las opiniones doctrinales aún no serán numerosas, y puede que aún no exista consenso, pero precisamente es potencialmente una de las principales aportaciones de este trabajo.

			Del total de víctimas saharauis de violaciones de derechos humanos entrevistadas para las dos publicaciones mencionadas, se ha seleccionado un total de 94 de entre aquellas que se entrevistaron para documentar los casos de desaparición forzada. Para llevar a cabo esta selección se procedió a una revisión de todas ellas para seleccionar aquellas más completas y cuya significación era mayor (identificación de casos emblemáticos, testimonios más completos y casos con documentación complementaria). De este modo se han seleccionado 43 entrevistas a víctimas de desaparición forzada que reaparecieron en 1991 (15 mujeres y 28 hombres) y 43 entrevistas de víctimas de desaparición forzada que no han sido halladas o han sido reportadas como fallecidas por alguno de los informes marroquíes (22 hombres y 21 mujeres). Estas entrevistas proceden del total de entrevistas realizadas para El Oasis de la Memoria. Además de estas 86 entrevistas, se analizarán los testimonios de las personas entrevistadas tras el hallazgo de 9 cuerpos (de hombres) de las fosas en la zona de Amgala en 2013 y que se recogieron en Meheris: la esperanza posible (10 mujeres y 7 hombres). Todos estos testimonios suponen el análisis en detalle de 103 casos que suponen un 15 % del total de las cifras manejadas por la IER y el CCDH. Si bien es cierto que no todos los casos analizados están recogidos en los informes de la IER y el CCDH y permanecen aún sin resolver, este porcentaje sí que ayuda a comprender la solidez metodológica y cuantitativa de este análisis. Además, como acabamos de señalar, esta selección de casos es tan solo una parte de los recogidos en El Oasis de la Memoria y Meheris: la Esperanza posible, por su relevancia y por su documentación. Esto pone de manifiesto la importancia que este proyecto de investigación está teniendo para las víctimas saharauis de desaparición forzada, tanto por la repercusión que este trabajo está teniendo como por el esfuerzo realizado en la documentación de los casos.

			Hay que tener en cuenta que, en ocasiones, para un mismo caso de desaparición se entrevistó a más de una víctima (mujer, hermanos/as, hijos). En estos casos se ha considerado como un único caso, aunque se analicen las entrevistas de varias personas. Todas las víctimas fueron contactadas, bien por organizaciones pro derechos humanos saharauis, o bien por contactos personales de las personas integrantes del equipo de investigación, entre las que se encontraba la autora de este trabajo.

			Tabla 2. Resumen de las entrevistas analizadas
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			Fuente: Elaboración propia.

			Las víctimas seleccionadas se encuentran tanto en los campamentos de población refugiada como en los territorios ocupados. Una mayor proporción entre las víctimas de desaparición forzada que no han aparecido o han sido reportadas como desaparecidas se encuentran en los campamentos de población refugiada (32 de 40 casos), mientras que las víctimas de desaparición forzada que fueron liberadas se ubican principalmente en los territorios ocupados (28 de 40 casos) o en la diáspora (10 casos).

			De entre las tipologías de desaparición forzada descritas en El Oasis de la Memoria (Martín Beristain y González Hidalgo, 2012: 212), los casos seleccionados para este análisis se refieren a víctimas que desaparecieron después de ser detenidas de manera arbitraria, bien en las áreas urbanas, o bien en las zonas de nomadeo. No se incluyen, por tanto, las personas que desaparecieron en el contexto de otras graves violaciones de derechos humanos, como los bombardeos a la población civil en Um Draiga, Guelta o Tifariti, o en medio de enfrentamientos armados de combatientes.

			Cronológicamente, la mayoría de las desapariciones arbitrarias se produjeron desde 1975 hasta 1993. Como apuntan estos autores, durante estos años la práctica de la desaparición forzada fue «sistemática» contra la población saharaui (Martín Beristain y González Hidalgo, 2012). Es necesario destacar que la intensidad de las detenciones fue mayor durante los años iniciales de la ocupación, 1975-1977, que constituyeron una de las principales herramientas de la represión marroquí5.

			Posteriormente se han producido otras dos oleadas de desapariciones forzadas de gran intensidad: la primera durante los años ochenta, siendo especialmente intensa en los años 1980, 1981 y 1987; y la segunda a principios de la década de los noventa (1991-1993) coincidiendo con las negociaciones de paz y el proceso del censo para el «inminente» referéndum, como herramienta para atemorizar a la población saharaui residente en los territorios ocupados (Martín Beristain y González Hidalgo, 2012: 222).

			En cuanto a la motivación para la práctica de las desapariciones, si bien durante los primeros años de la ocupación y el conflicto se practicaron de manera sistemática y con la clara intencionalidad de hacer desaparecer cualquier atisbo de resistencia y apoyo al Frente Polisario, más tarde las desapariciones fueron más selectivas, coincidiendo con grandes hitos o acontecimientos relacionados con la evolución del conflicto y dirigidas contra activistas destacados o personas que estaban liderando la organización de la población civil.

			La magnitud de la desaparición forzada en el Sahara Occidental ha tenido importantes consecuencias e implicaciones en términos de género. Por un lado, las mujeres como sujetos de la desaparición forzada han supuesto una proporción mayor que en otros contextos. Concretamente, una de cada cuatro personas desaparecidas era una mujer en el caso saharaui (Martín Beristain y González Hidalgo, 2012: 216). Pero además, la relevancia de la desaparición en la sociedad saharaui tiene una serie de consecuencias claras en términos de género que han afectado a las mujeres, que han tenido que afrontar difíciles condiciones de vida o de exilio en las familias, y en el conjunto de la sociedad (Ni Aolain y Turner, 2007: 229). La desaparición de mujeres saharauis, habida cuenta de su rol fundamental en la transmisión de la cultura, su papel en la militancia política y su grado de organización en la sociedad civil, constituye un ataque a la sociedad saharaui como colectivo.

			Por último, es necesario mencionar que los perpetradores de la desaparición forzada en el caso saharaui han sido integrantes de distintos cuerpos de seguridad del Estado, como la gendarmería, la policía o el ejército marroquí, lo que evidencia la implicación estatal en la práctica de la desaparición forzada, y no una práctica aislada de un cuerpo estatal.

			Además, a pesar de que las desapariciones frecuentemente se iniciaban en cuarteles o gendarmerías de los cuerpos de seguridad del Estado, posteriormente las personas desaparecidas eran trasladadas a centros clandestinos de detención como Agdez, Kalaat M’gouna o Derb Moulay Chérif, donde fueron ocultados en muchos casos durante 10 o 15 años.

			En las páginas que siguen vamos a analizar en profundidad, con base en los casos seleccionados, hasta qué punto se han garantizado o no los derechos de las víctimas saharauis a la verdad, a la justicia y a la reparación. Consideramos que las conclusiones que se extraigan de los casos seleccionados son extrapolables al conjunto de las víctimas saharauis, ya que la selección de los casos ha tratado de incluir todas las variables que se han producido en el conflicto.

			Además, el análisis que se ha realizado de los distintos mecanismos jurídicos al alcance de las víctimas saharauis de desaparición forzada podrá servir de guía para la defensa del derecho a la verdad, la justicia y la reparación en este caso.

			PERTINENCIA ÉTICA DE LA INVESTIGACIÓN

			El caso del Sahara Occidental es un conflicto utilizado habitualmente como «ejemplo» de la claridad del Derecho Internacional que es sistemáticamente incumplido y para ilustrar la «inefectividad» del mismo. Existen numerosos estudios, artículos y tesis doctorales que han analizado el conflicto. En su mayoría estos trabajos académicos han girado en torno a la garantía del derecho de autodeterminación, el proceso de descolonización, o a cuestiones legales concretas como la nacionalidad de los y las saharauis o la legalidad/ilegalidad de la explotación de los recursos naturales del territorio. Sin embargo, llama poderosamente la atención que, a pesar de la gravedad de las violaciones de los derechos humanos acontecidas a lo largo del conflicto, estos no han estado presentes en la agenda internacional hasta mitad de la década de los 2000.

			Si bien es cierto que la causa principal y el origen de todas las violaciones de derechos humanos a la población saharaui se encuentran directamente relacionadas con la violación de su derecho a la libre determinación, como juristas debemos tratar de buscar respuestas que puedan contribuir a la reparación de las víctimas saharauis de violaciones de derechos humanos. Pese a que el conflicto está estancado desde la dimisión de James Baker, enviado especial del Secretario de Naciones Unidas, en 2004, no podemos limitarnos a repetir las cuestiones que ya están sobradamente analizadas sobre lo que establece el Derecho Internacional en este caso, sino que tenemos la obligación ética de tratar de contribuir al desbloqueo de la situación y aportar herramientas que sean de utilidad para las víctimas. Aunque muchos autores, como Juan Soroeta6, no son partidarios del enfoque de la JTr en el conflicto porque afirman que dicha transición aún no se ha producido, experiencias como la de Colombia demuestran que poner el foco de atención en las víctimas puede contribuir a desbloquear las negociaciones. Existen precedentes concretos en los que, ante el bloqueo y la asimetría, los derechos humanos han sido parte del proceso, como la Misión de Naciones Unidas para Guatemala (MINUGUA)7 o la Misión de Observadores de las Naciones Unidas en El Salvador (ONUSAL)8. En cualquier caso, que no se produzcan avances en las negociaciones de paz no puede ser un obstáculo para tratar de dar respuesta a las crecientes demandas de las víctimas de verdad, justicia y reparación. El creciente desarrollo de este campo y la presencia en aumento de cuestiones relacionadas con el Sahara Occidental en los procedimientos especiales de Naciones Unidas sustentan esta afirmación.

			EXIGENCIAS ÉTICAS DE LA METODOLOGÍA PROPUESTA

			Las entrevistas empleadas para la realización de este trabajo se realizaron en el marco del desarrollo del proyecto de investigación de El Oasis de la Memoria, dirigido por Carlos Martín Beristain y Eloísa González Hidalgo. En todos los casos, las personas entrevistadas fueron informadas de la finalidad de la entrevista y del empleo que se les daría a su testimonio. Aquellas personas que manifestaron su deseo de permanecer en el anonimato, principalmente por razones de seguridad, figuran únicamente con las iniciales de sus nombres y apellidos. Dada la naturaleza de los hechos que relataban las víctimas, especialmente sensibles y delicados, los aspectos éticos de la investigación serán minuciosamente cuidados y todos los datos serán manejados con confidencialidad y la máxima cautela. Las entrevistas se han reforzado con otras fuentes primarias, como las denuncias presentadas por estas ante distintos órganos internacionales (IER y GTDFI) y nacionales (Audiencia Nacional española).

			Durante la realización y análisis de las entrevistas una cuestión relevante fue la gestión de la implicación personal con cada caso y cada persona entrevistada. Dada la dureza de muchos de los testimonios, en ocasiones ha sido difícil mantener la imparcialidad y la objetividad en el análisis de algunas cuestiones. En este sentido la labor de los directores de tesis ha sido fundamental para poder reconducir posibles desviaciones y también para poder dimensionar algunos apartados.

			Anexo a esta reflexión se encuentra el documento entregado a las víctimas para recoger su consentimiento informado e informar sobre la estructura de las entrevistas (Anexo 2).

			BENEFICIO SOCIAL DE LA INVESTIGACIÓN Y SU IMPACTO PARA MEJORAR LAS CONDICIONES DE VIDA DE LAS PERSONAS

			Una vez concluida, se espera que la investigación pueda servir a las víctimas tanto a nivel individual como colectivo.

			Desde el punto de vista individual se espera que los resultados de esta investigación ayuden a las víctimas a identificar las opciones legales a su disposición para garantizar su derecho a la verdad, a la justicia y a la reparación. La investigación tratará de analizar los cauces legales existentes a distintos niveles (regionales e internacionales) a través de los cuales las víctimas de desaparición forzada puedan canalizar sus reclamaciones. En este sentido, se hará llegar a las víctimas cuyos testimonios y casos se incluyen en este trabajo el análisis realizado y las posibilidades existentes en cada caso concreto.

			Desde el punto de vista colectivo, los resultados de la investigación serán puestos a disposición de las organizaciones de víctimas saharauis para que estas puedan utilizar el contenido para:

			•	realización de informes alternativos al CED;

			•	documentación de los casos presentados ante la Audiencia Nacional en la demanda por genocidio;

			•	documentación de informes/memorándums particulares de las organizaciones;

			•	presentación de información y documentación de casos a organizaciones internacionales pro derechos humanos; y

			•	formación de los activistas pro derechos humanos.

			Después de todo lo expuesto, podemos concluir que, tanto en la elección del tema/enfoque como en la metodología utilizada, existen fuertes implicaciones éticas en la realización de este trabajo. Las reflexiones mantenidas durante el curso y la lectura de los textos recomendados me han ayudado a dimensionar mucho más la importancia de explicitar dichas implicaciones en distintos apartados del futuro trabajo. Sin embargo, lo más importante desde el punto de vista personal, es poder hacer una investigación que tenga una utilidad práctica para las víctimas y que pueda contribuir de alguna manera a mejorar la situación.

			Después de la publicación del informe de El Oasis de la Memoria se realizó un viaje de presentación de los resultados de la investigación en los campamentos de población refugiada, así como numerosas presentaciones de los resultados en el territorio del Estado español, en Europa y ante los organismos de Naciones Unidas.

			Se espera que los resultados del análisis que se realiza en este trabajo arrojen luz sobre cuestiones directamente relacionadas con los derechos de las víctimas saharauis de desaparición forzada, y la garantía de sus derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación tras la entrada en vigor de la CIPPDF.

			En cualquier caso, tras la publicación de este trabajo, se realizará una presentación de los resultados obtenidos a las víctimas cuyos testimonios han servido de base para el análisis, así como a todas las víctimas de desaparición forzada a quienes puedan extrapolarse las conclusiones extraídas.

			
				
					1	European Commission (2011): Principles for innovative doctoral training, http://ec.europa.eu/euraxess/pdf/research_policies/Principles_for_Innovative_Doctoral_Training.pdf (fecha de acceso: 13/06/2014).

				

				
					2	Véase tabla metodológica en anexos (Anexo 1).

				

				
					3	Para más información sobre las herramientas de análisis de contenido y, concretamente, sobre Atlas Ti, véase: López Noguero (2002: 73); Somekh y Lewin (2005: 146). 

				

				
					4	Véase tabla metodológica en anexos (Anexo 1).

				

				
					5	Carlos Martín Beristain y Eloísa González Hidalgo afirman que casi el 80 % de las desapariciones forzadas se produjeron durante los tres primeros años del conflicto, suponiendo un modus operandi de la represión (Martín Beristain y González Hidalgo, 2012).

				

				
					6	Juan Soroeta formuló sus reservas a la aplicación de este campo al caso del Sahara en el Encuentro Internacional sobre Derechos Humanos y JTr en el Sahara Occidental celebrado en Donostia-San Sebastián los días 1, 2 y 3 de septiembre de 2015 en el marco de los cursos de verano organizados por la Universidad del País Vasco/Euskal Herriko Unibertsitatea, el Instituto Hegoa y la Sociedad de Ciencias Aranzadi.

				

				
					7	www.un.org/peacekeeping/missions/past/minugua.html (fecha de acceso: 25/09/2016).

				

				
					8	www.un.org/peacekeeping/missions/past/onusal.html (fecha de acceso: 25/09/2016).

				

			

		

	
		
			Capítulo 1. Violaciones de los derechos humanos en el Sahara Occidental

			International actors have shamefully failed to respond to the consistent allegations of significant human rights abuses perpetrated by Moroccan authorities in Western Sahara

			Kerry Kennedy

			1.1. BREVE INTRODUCCIÓN AL CONFLICTO

			1.1.1. Surgimiento y evolución del conflicto del Sahara Occidental. Proceso de descolonización

			El conflicto del Sahara Occidental tiene su origen en un proceso de descolonización inconcluso. Sin embargo, esta controversia tiene un carácter complejo, a pesar de la claridad de las normas internacionales que le reconocen como tal.

			Efectivamente, el territorio del Sahara Occidental, también denominado Sahara Español, es una colonia española que no ha conseguido culminar el proceso descolonizador. Se encuentra situado en el extremo atlántico del continente africano y forma parte del Gran Desierto del Sahara1. Su superficie total es de 266 000 km y durante la época de colonización española fue dividido en dos grandes zonas: Saguia-el-Hambra y Río de Oro (Oliver, 1987: 13). Hace frontera con Argelia, Marruecos y Mauritania2. Estas fronteras terrestres fueron establecidas de forma definitiva entre 1900 y 1912 por parte de España y Francia de forma totalmente artificial, siguiendo meridianos y paralelos, salvo dos curiosas excepciones que permitieron a Francia controlar las salinas de Iyil y la Bahía del Galgo, después de que el territorio fuera asignado a España en el reparto de África realizado en la conferencia de Berlín3.

			Su riqueza natural, unida a su ubicación estratégica en frente de las islas Canarias, fueron las principales razones para que España se interesara en el territorio. A pesar de que la presencia española en el territorio se remontaba al siglo XIX4, no fue hasta después de la Guerra Civil, el inicio de la dictadura y el descubrimiento de los recursos naturales que se incrementó el interés5 y la presencia española acompañada de un débil desarrollo de la estructura administrativa del territorio.

			En el año 1974, el Banco Mundial definió al territorio saharaui (antes Sahara español) como el espacio más rico de todo el Magreb debido a la existencia de abundantes reservas en recursos naturales (Monjaráz Domínguez, 2005: 250-251). Uno de los principales recursos del Sahara Occidental es su banco pesquero, con más de 200 especies de peces. La pesca ha sido históricamente el principal motivo de la presencia española en el territorio y ha constituido tradicionalmente su riqueza más importante (Oliver, 1987: 24). Igualmente destaca la riqueza del territorio en recursos minerales, que ha sido, sin duda, uno de los condicionantes en el desarrollo del conflicto. Cuenta con importantes cantidades de hierro, diversos óxidos (óxido de titanio, óxido de circonio, etc.), sal, estaño, magnesio y cromo, entre otros. Sin embargo, el recurso mineral más importante y abundante es, sin duda, el fosfato6, siendo uno de los territorios con mayores reservas mundiales de este mineral.

			Mapa 1. Territorio del Sahara Occidental
[image: mapa_01.jpg]
Fuente: Misión de las Naciones Unidas para el Referéndum del Sahara Occidental (MINURSO).

			Los fosfatos del Sahara, de gran demanda en el mercado mundial, aparecían como futuro y fuerte competidor de los de Marruecos, convirtiéndose, como veremos más adelante, en una de las principales razones de la ocupación del territorio7.

			Así pues, dado que los intereses españoles en el territorio eran meramente estratégicos y económicos, las inversiones de la metrópoli en el territorio fueron escasas y se limitaron a facilitar la explotación de los fosfatos y a la presencia de los destacamentos militares en el territorio. La relación de España con el pueblo saharaui se redujo al desarrollo de una mínima infraestructura burocrática y a una escasa inversión en la población local.

			Esta actitud de la potencia colonizadora no favoreció una buena relación con la población autóctona, que fue poco a poco sedentarizándose en torno a varios núcleos principales de población como Dajla-Villa Cisneros, Bojador, Smara o la capital, El Aaiún. Administrativamente, el territorio dependió en un primer momento del Ministerio de Estado, bajo el mando de un gobernador político-militar. Posteriormente, en 1946, el territorio quedó bajo la dependencia de la Presidencia del Gobierno, creándose el Gobierno del África Occidental Española (Ifni y Sahara), al frente del cual se situó a un gobernador militar (Villar, 1982: 40). En 1955 España ingresó en la ONU, y consciente de que la Organización se hallaba ya iniciando los procesos de descolonización, en un intento de eludir la descolonización de sus TNAs, el gobierno español, a través de un decreto ley, declaró en 1958 al Sahara Occidental «provincia española» bajo el mando de un gobernador general (Sevillano Castillo, 1986: 50). Las primeras elecciones municipales se celebraron en el territorio saharaui en 1965, en las que fue nombrado alcalde de El Aaiún, capital administrativa del Sahara español, un ciudadano español.

			Tras la independencia de Argelia en 1962, el Sahara Occidental se convirtió en la última colonia pendiente de descolonización en el noroeste de África. Coincidiendo con esta reestructuración regional, comenzaron las explotaciones de los fosfatos de Bucraa, lo que supuso un refuerzo de la presencia militar española en la zona para proteger dicha explotación. Este refuerzo se combinó con una reestructuración política y administrativa de las instituciones autóctonas saharauis, realizada por el gobierno español para controlar cualquier aspiración independentista de la población saharaui8. Así, la tradicional Asamblea de notables saharaui o Yemaa fue convertida en un órgano representativo de la administración local, con competencias meramente consultivas. Igualmente, el 29 de noviembre de 1962 se promulgó el estatuto jurídico de la Administración Provincial y Local del Sahara español, que definió las instituciones del cabildo, los ayuntamientos y las fracciones nómadas. Paralelamente a este refuerzo de las instituciones locales, se llevaron a cabo los primeros intentos de censo de la población local, frente a los cuales los saharauis se mostraron reacios y poco participativos.

			En este contexto, en 1967 Mohamed Bachir Uld Sidi Brahim, alias Bassiri, fundó la Organización Avanzada para la Liberación del Sahara9. Tras el voto español a favor de las resoluciones de las Naciones Unidas 2354 (XXII)10 y 2428 (XXIII)11, se generó en el Sahara una reacción de temor a un posible abandono español. Esta reacción se plasmó en una carta abierta del pueblo saharaui al Gobernador español, elaborada según Carlos Ruiz Miguel por personas afines a Bassiri, y que constituye, en su opinión, el primer germen del independentismo (Ruiz Miguel, 1995: 69).

			El desencadenante de la expansión y popularización del independentismo saharaui se produjo en la manifestación de El Aaiún de 17 de junio de 1970, organizada por el general gobernador militar del territorio. El objetivo de esta manifestación era instrumentalizar al pueblo a favor de las negociaciones internacionales de España en aras a la descolonización del territorio. Los sectores más jóvenes de la población saharaui se manifestaron en el barrio de Zembla, a las afueras de El Aaiún, donde comenzaron a gritar vítores anti-españoles e independentistas. Al escucharlos, la multitud cambio sus vítores al régimen por las consignas independentistas y la manifestación acabó en una represión violenta por parte del ejército español. Las fuentes difieren en el resultado de la represión. Mientras Luis Rodríguez De Viguri afirma que fueron solo dos muertos (Rodríguez de Viguri, 1979: 85), José Ramón Diego Aguirre mantiene que fueron 4 los muertos y 21 heridos (Diego Aguirre, 1988: 583) y Amadeo Martínez Inglés, por contra, sostiene que los muertos no bajaron de 10 (Martínez Inglés, 1989: 169). Entre los detenidos en aquella manifestación se encontraba Bassiri, del que no se tuvieron más noticias desde la detención12. Así pues, la desaparición forzada ha estado vinculada al sentimiento de identidad saharaui desde sus inicios, y será una herramienta utilizada posteriormente por la potencia ocupante, Marruecos, para tratar de eliminar la identidad saharaui y la afinidad al Frente Polisario.

			Tras este suceso, a principios de la década de los setenta surgieron varios grupos que decían defender el Sahara Occidental. Unos, como apunta Paula Oliver, creados por Marruecos, como el Movimiento Revolucionario de los Hombres Azules (MOREHOB) (Oliver, 1987: 69 y ss), y otros creados por el régimen español, como el Partido para La Unidad Nacional del Sahara (PUNS). El Frente Polisario nació el 10 de mayo de 1973, agrupando a nacionalistas saharauis de dos bloques distintitos, curiosamente ambos ajenos a priori al territorio del Sahara Occidental. Por un lado, los originarios de Tan Tan, entre los que se encontraba El Uali, que agrupaba a jóvenes saharauis de la región de Tarfaya, originalmente saharaui y posteriormente cedida a Marruecos, todos ellos con estudios y un sólido sentimiento nacional. Y, por otro lado, los originarios de la zona mauritana de Zuerat (Villar, 1982: 214-215). Desde el momento de su nacimiento, el Frente Polisario asumió la defensa del derecho de autodeterminación del Sahara Occidental y, tras la Marcha Verde, la defensa de las personas exiliadas saharauis y de la recién nacida República Árabe Saharaui Democrática (RASD).

			En el año 1974 los acontecimientos se precipitaron, colocando al régimen franquista ante una situación internacional complicada. El golpe de estado en Portugal acabó con el imperio colonial portugués, ya que el nuevo gobierno comenzó el proceso de descolonización, y dejó a España sola en su postura ante el proceso de descolonización. Internamente, el gobierno español, dividido y debilitado por la enfermedad de Franco, promulgó el estatuto de autonomía del Sahara, prometido previamente por el dictador, otorgando a la provincia un presupuesto propio (Cistero y Freixes, 1987: 24). Sin embargo, Marruecos y Mauritania intensificaron su presión en la ONU13 para tratar de que España avanzara en el proceso descolonizador y consiguieron que esta accediera al envío de una misión visitadora al territorio, y a consultar a la CIJ sobre el estatus jurídico del territorio14.

			La Misión Visitadora supuso un respaldo al independentismo de la población, que se manifestó abiertamente a favor del Frente Polisario y la independencia del territorio15. Este apoyo quedó recogido en el informe realizado por la propia Misión16, en el que se afirmó que había podido comprobar que:

			dentro del territorio, la población, o por lo menos casi todas las personas entrevistadas por la Misión, estaban categóricamente a favor de la independencia y en contra de las reivindicaciones territoriales de Marruecos [...]. El Frente Polisario, pese a haber sido considerado como un movimiento clandestino hasta la llegada de la Misión, parecía ser la fuerza dominante17.

			Además, la Misión afirmaba la necesidad de realizar una consulta a la población con la participación de toda ella, para lo que recomendaba la designación de una nueva Misión que elaborase las modalidades de dicha consulta18. No obstante, el informe de la Misión Visitadora quedó relegado a un segundo plano con la publicación por parte del Tribunal Internacional de su dictamen el 16 de octubre de 1975. Este dictamen supuso un hito jurídico en la evolución del conflicto, tal y como analizaremos en el epígrafe siguiente.

			Consciente de que la vía legal para la anexión del territorio iba a ser complicada, y para presionar al gobierno español, Marruecos había planeado una vía de anexión fáctica del territorio. Precisamente por la presión militar marroquí, mientras la Corte debatía y resolvía sobre las preguntas planteadas por la AG, las autoridades españolas comenzaron lo que se denominó la «Operación Golondrina»19, que consistía en la evacuación del personal español presente en el territorio mientras se cercaban los principales enclaves de población nativa para evitar así que esta huyera al interior del territorio ante el temor de un inminente conflicto.

			El mismo día de la publicación del dictamen de la CIJ, Hassan II anunció la organización de una marcha pacífica de 350 000 personas para lo que consideraban que era la reintegración del territorio a Marruecos, y lo hizo alegando que la CIJ había reconocido la existencia de vínculos de fidelidad entre el Sahara y el Reino Alauí20. Así, finalmente, y a pesar de todos los esfuerzos de la diplomacia española, el 6 de noviembre de 1975, miles de marroquíes, Corán en mano y con banderas marroquíes, avanzaron desde la frontera marroquí con miles de camiones y toneladas de víveres y agua en lo que se ha conocido como «Marcha Verde»21. Esta marcha consistió, como hemos mencionado, en el desplazamiento de 350 000 ciudadanos marroquíes hacia el territorio saharaui, a cambio de retribuciones fiscales y otros estímulos (Segura, 2001); y por otro lado, por medio de la vía armada, con la participación de los ejércitos marroquí y mauritano en la asistencia a la Marcha y la ocupación de los edificios oficiales. La Marcha Verde consiguió su objetivo primordial: intimidar y presionar al Gobierno español, que, en tan solo cinco días, el 14 de noviembre, firmó en Madrid los Acuerdos Tripartitos con Marruecos y Mauritania22.

			La salida de España del territorio se produjo el 26 de febrero de 1976 dejando desamparada a la población saharaui ante la invasión marroquí y mauritana, y dando paso a una guerra de liberación inicialmente contra ambos Estados vecinos.

			En 1979, Mauritania se retiró del conflicto por la presión militar del Frente Polisario y por sus circunstancias internas23, por lo que la guerra se mantuvo entre Marruecos y el Frente Polisario hasta 1991, cuando se firmó un alto el fuego24.

			A partir del alto el fuego se inició un proceso de dilatación del referéndum de autodeterminación que ha desembocado en un estancamiento de las negociaciones entre las partes mientras la población saharaui permanece dividida entre los campamentos de población refugiada en Tinduf (Argelia), los territorios ocupados por Marruecos, los denominados territorios liberados y la diáspora25.

			En el epígrafe siguiente analizaremos las principales cuestiones jurídicas que presenta el caso saharaui, tratando de poner el foco del análisis en aquellas materias que, más allá del tradicional análisis del derecho de la población saharaui a la autodeterminación, pueden contribuir a entender la relevancia de la vulneración de los derechos humanos que ha acontecido en el marco del conflicto y que pueden ayudar a clarificar el marco jurídico aplicable.

			1.1.2. Aspectos jurídicos reseñables en el conflicto del Sahara Occidental

			El conflicto saharaui presenta numerosas cuestiones susceptibles de un profundo análisis jurídico (Mundy, 2007). Coincidimos con Yahia Zoubir al destacar que, a pesar de la tendencia a referirse al conflicto del Sahara Occidental como un conflicto político, no podemos obviar que se trata de un conflicto al que los instrumentos jurídicos dan respuestas claras (Zoubir, 2007: 159).

			Sin duda, el objeto principal de interés de los numerosos análisis jurídicos que ya se han realizado en torno al conflicto del Sahara Occidental ha sido el dictamen de la CIJ de 16 de octubre de 1975. No es necesario en este punto entrar a analizar las repercusiones jurídicas de la respuesta de la Corte Internacional de Justicia (CIJ) a las preguntas planteadas26. No obstante, baste recordar aquí que el Tribunal concluyó por unanimidad, con base en el derecho vigente en la época, que el territorio del Sahara Occidental no era terra nullius en el momento de su ocupación27. Por tanto, en opinión de la CIJ, cuando España colonizó el territorio lo hizo con el convencimiento de que no se trataba de un territorio sin dueño.

			Respecto a la segunda de las cuestiones planteadas por la AG, sobre la existencia de vínculos jurídicos del territorio saharaui con Marruecos o Mauritania28, la Corte estimó que «no se deduce vínculo alguno de soberanía territorial entre el Estado marroquí y el Sahara Occidental. No demuestran que Marruecos haya ejercido una actividad estatal efectiva y exclusiva en el Sahara Occidental. Indican, sin embargo, que en el periodo pertinente existía un vínculo jurídico de fidelidad entre el sultán marroquí y algunos pueblos nómadas del desierto»29. Sobre los vínculos del territorio saharaui con Mauritania, pese a que la Corte reconoció que el carácter nómada de gran parte de la población tuvo como consecuencia lógica el establecimiento de determinados vínculos de carácter jurídico entre las tribus del Sahara Occidental y las que vivían en el territorio del actual Estado de Mauritania, rechazó que «en el momento de la colonización española existiera entre el territorio del Sahara Occidental y el complejo mauritano ningún vínculo de soberanía o de fidelidad de tribus, ni una simple “relación de inclusión” en una misma entidad jurídica»30. Así pues, la cuestión de los vínculos jurídicos del territorio del Sahara Occidental con el reino de Marruecos y el complejo mauritano fue resuelta por la CIJ en el párrafo 162, al afirmar que:

			Por el contrario, el tribunal concluye que los elementos e informaciones presentados no confirman la existencia de vínculo alguno de soberanía territorial entre el territorio del Sahara Occidental de una parte, y el Reino de Marruecos o el conjunto mauritano, de otra. Por tanto, el Tribunal no ha constatado la existencia de vínculos jurídicos que puedan modificar la aplicación de la Resolución 1514 (XV) en lo referente a la descolonización del Sahara Occidental y, en particular, a la aplicación del principio de autodeterminación, mediante la expresión libre y auténtica de la voluntad de las poblaciones del territorio.

			Como ya hemos mencionado previamente, esta respuesta de la Corte ha sido objeto de múltiples interpretaciones que no ha lugar de analizar aquí. Sin embargo, este pronunciamiento del tribunal está directamente relacionado con otras cuestiones jurídicas que sí que merece recordar en este punto.

			La primera de ellas hace alusión al estatus jurídico del territorio después de la invasión (Mundy, 2007).

			El Derecho Internacional es claro en este punto y como se encargó de recordar el asesor jurídico de Naciones Unidas31, no hay lugar a dudas de que el Sahara Occidental es un TNA32. Esto supone que, a pesar del intento español de desentenderse de su responsabilidad jurídica en la cuestión saharaui, España sigue siendo la potencia administradora del territorio33 y que «la transferencia de la autoridad administrativa sobre el Territorio a Marruecos y Mauritania en 1975 no afectó la condición internacional del Sáhara Occidental como Territorio No Autónomo»34. Consecuentemente, sigue figurando en la lista de TNA de la ONU35, y sigue permaneciendo en la agenda de descolonización de Naciones Unidas (Soroeta Liceras, 2014: 37).

			Así pues, si queda claro que España sigue siendo la potencia administradora del territorio, la siguiente cuestión a determinar es el estatus jurídico de Marruecos. Jurídicamente no cabe ninguna duda de que Marruecos es la potencia ocupante del territorio del Sahara Occidental36. Como ha señalado Juan Soroeta, la denominación de Marruecos como «potencia administradora de facto» es artificial y no encaja con el régimen establecido por Naciones Unidas para los TNA (Soroeta Liceras, 2014: 40). Tan solo responde a un intento de justificar la indiferencia de la comunidad internacional ante un supuesto jurídico claro. Por tanto, no ha lugar a otra condición de Marruecos en el conflicto que la de «potencia ocupante» del territorio (Mundy, 2007: 3; Soroeta Liceras, 2014: 42). Es necesario señalar, siguiendo a Jaume Saura Estapa, que el estatus de territorio ocupado y la consiguiente aplicabilidad al territorio de las normas de DIH, particularmente el IV Convenio de Ginebra, no van en detrimento del estatuto colonial que subyace al Sahara Occidental, y las consecuencias que de él se derivan (Saura Estapa, 2005).

			Tan clara resulta la condición de Marruecos como potencia ocupante que ningún país ha reconocido la soberanía marroquí sobre el territorio saharaui, ni siquiera sus aliados más cercanos37.

			La condición de Marruecos como potencia ocupante del territorio resulta fundamental para determinar el derecho aplicable y el alcance de la CIPPDF que hemos analizado en el capítulo anterior. Pese a la existencia de un Estado saharaui38 y del reconocimiento del Frente Polisario como representante legítimo del pueblo saharaui, Marruecos ocupa y controla la mayor parte del territorio del Sahara Occidental.

			No obstante, Marruecos no ha cumplido nunca con las obligaciones que conllevaría su condición de potencia administradora39. Por tanto, al ser Marruecos la potencia ocupante del territorio, deberían aplicarse al conflicto como señala Jacob Mundy «las leyes que rigen el uso de la fuerza en las relaciones internacionales (ius ad bellum) y las leyes que rigen las guerras en sí (ius in bello)40, incluyendo el DIH» (Mundy, 2007: 3).

			Como ya hemos visto, cuando el Consejo de Seguridad ha tratado la cuestión del Sahara Occidental (Resoluciones 379 y 380) lo ha hecho en el marco del Capítulo VI de la Carta de las Naciones Unidas, relativo al «Arreglo pacífico de las controversias» y no en el Capítulo VII, relativo a las «amenazas para la paz, quebrantamiento de la paz, o acto de agresión» donde podrían haber sido insertas sus resoluciones (Labeid y López Belloso, 2009: 138). La importancia de la aplicabilidad del DIH deriva no solo de la pertinencia de este corpus jurídico en conflictos bélicos, sino también en contextos de ocupación (Buckley, 2012: 807). Como veremos en los capítulos sucesivos, el análisis del DIH será importante para determinar las normas de protección a la población civil en los conflictos armados (Martín Beristain y González Hidalgo, 2012: 403-404).

			Indiscutiblemente unido al estatus del territorio y de Marruecos como potencia ocupante se encuentra otra cuestión que recientemente ha cobrado una especial relevancia, como es la de la explotación de los recursos naturales del territorio. La explotación de los recursos naturales del territorio del Sahara Occidental refuerza el argumento del control de Marruecos de dicho territorio, y por ese motivo vamos a analizar brevemente los puntos más reseñables sobre este asunto.

			a) Los recursos naturales y la explotación del territorio

			La cuestión de la explotación de los recursos naturales del Sahara Occidental ha cobrado una creciente importancia en la agenda internacional por dos hechos en concreto: la legalidad o ilegalidad del acuerdo pesquero con la UE y la concesión de licencias de prospección petrolíferas a empresas internacionales.

			Son múltiples las resoluciones de la AG aplicables a la explotación de los recursos naturales de los TNAs41. Además de las resoluciones de la AG, existen otras disposiciones del Derecho Internacional general que aportan cuestiones importantes a la materia de los recursos naturales42.

			El Consejo de Seguridad requirió a su oficina jurídica un dictamen que fue realizado por Hans Corell43, y el cual estableció una serie de consideraciones relativas a los recursos naturales de los TNAs, y en particular a los recursos del Sahara Occidental. Así, estableció que un TNA, en todos sus componentes y recursos naturales, no puede ser alienado en provecho de un Estado ocupante. Además, el asesor jurídico afirmaba que la explotación abusiva o el expolio de los recursos naturales patrimonio de los TNAs es contraria al Derecho Internacional, y que la potencia administradora debe preservar el bienestar de los pueblos de los territorios no autónomos y sus derechos sobre sus recursos naturales44. Sin embargo, según Corell, las inversiones económicas extranjeras realizadas en colaboración con los pueblos de los TNAs y de acuerdo con sus deseos, cuyo fin es contribuir positivamente al desarrollo socioeconómico de dichos territorios, no son contrarias al Derecho Internacional45. Esto supone que la explotación de los recursos solo es ilegal «si se lleva a cabo sin atender a las necesidades e intereses del pueblo saharaui»46. Habría que determinar, por tanto, si el uso que se hace de los recursos naturales concretos beneficia o no a la población saharaui. No obstante, como recuerda Ana Badia, la potencia ocupante en ningún caso está autorizada a explotar los recursos naturales de un territorio ocupado militarmente47. Por tanto, Marruecos como potencia ocupante no puede en ningún caso explotar los recursos naturales del territorio del Sahara Occidental48.

			Mientras que la cuestión de la explotación de los fosfatos no se ha interrumpido desde el abandono del territorio, la cuestión de la pesca y el petróleo sí que han reflejado la inconsistencia de la postura internacional sobre la cuestión de la explotación de los recursos naturales del territorio saharaui.

			La firma de los Acuerdos Tripartitos de Madrid se acompañó de una serie de protocolos adicionales que establecieron disposiciones sobre la explotación económica de los recursos naturales del territorio e importantes beneficios para España. Estos protocolos, que permanecieron ocultos hasta 2009 (Smith, 2011: 4), transferían el 65 % de la participación en Phosbucraa al OCP. El acuerdo entró en vigor el 1 de enero de 1976, por un periodo transitorio de 16 meses, al fin del cual la sociedad pública marroquí tomó el control de la dirección. Este acuerdo de asociación para la explotación de los fosfatos se mantuvo hasta 2002, cuando la Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI) (sucesora del INI) abandonó su participación en las minas49. Como veremos más adelante, en estos protocolos también se negoció la explotación de los caladeros saharauis.

			Con el control del territorio del Sahara Occidental, Marruecos se convirtió en el primer productor mundial de fosfatos. Debido a este interés, la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS) firmó el mayor acuerdo económico de su historia con un país del tercer mundo en 1978, al establecer con Marruecos un acuerdo de explotación de fosfatos multimillonario (Acuerdo de Meskala). Esta relación de la URSS con Marruecos, sobre todo en materia de los fosfatos, hizo que los soviéticos no se comprometieran con la postura de Marruecos en el conflicto del Sahara, ya que el reino alauí amenazaba constantemente con rescindir este acuerdo.

			De este modo, Marruecos se convirtió en el principal exportador mundial de fosfatos, con una producción anual equivalente al 30 % de la producción mundial en 2012 (OCP, 2012). La producción de las minas del Sahara Occidental fue aumentando paulatinamente desde 1,5-2 millones de toneladas durante los años 90 hasta alcanzar los 4 millones en 2008 (Hagen, 2008). Sin embargo, es obvio que la explotación de dicho recurso no ha revestido beneficio en el pueblo saharaui, ya que los saharauis han sido sistemáticamente marginados de la industria de Bucraa50. En 2008 se conocieron las empresas de todo el mundo que se dedican a importar los fosfatos del Sahara Occidental. Según Erik Hagen, 16 empresas de doce países están hoy involucradas en la importación de esos fosfatos, la mayor parte a través de contratos a largo plazo, en algunos casos hasta de diez años de duración (Hagen, 2008: 2). Los principales compradores se encuentran en Estados Unidos, Nueva Zelanda, Australia, México y Lituania. Los importadores medios están en Colombia, Venezuela, España y Croacia, mientras que Bulgaria, la India y algunos otros países realizan importaciones más irregularmente51.

			En los mismos protocolos a los Acuerdos Tripartitos de Madrid se establecía un acuerdo de concesiones pesqueras para España equivalente a 800 embarcaciones durante 20 años. Con la entrada de España en la Comunidad Económica Europea, las instituciones europeas aceptaron la continuación de estos acuerdos hispano-marroquíes, aunque la cuestión de la legalidad de la explotación de los caladeros saharauis ha sido objeto de un acalorado debate en las instituciones comunitarias, lo que, unido a la eventual existencia de hidrocarburos en el territorio, ha colocado la cuestión de la legalidad de la explotación de los recursos naturales del territorio en la agenda internacional.

			Para oficializar los mencionados acuerdos alcanzados durante las negociaciones secretas de Madrid de 1976, ambos Estados firmaron sendos acuerdos de pesca en 1979, 1981, 1982 y 1983; mientras que el primer acuerdo pesquero entre las instituciones europeas y Marruecos data de 1988 (Torrejón Rodríguez, 2013: 129).

			Inicialmente el debate en torno a la legalidad de estos acuerdos se centró en si la firma de los mismos suponía el reconocimiento de la soberanía marroquí del territorio, lo que se solventó, como apunta Torrrejón Rodríguez, con formulaciones ambiguas en los acuerdos de 1988, 1992 y 1995 y considerando que, al ser Marruecos quien concedía las licencias pesqueras y no la Comunidad Económica Europea (organización regional en aquel momento), era este país, en todo caso, y no las instituciones europeas, quien aplicaba el acuerdo y, en todo caso, incumplía la legalidad internacional (Torrejón Rodríguez, 2013).

			El debate se reavivó y abrió nuevos frentes durante la década de los dos mil gracias al descubrimiento de nuevos recursos naturales (hidrocarburos) y a la conexión de la legalidad de la explotación de los recursos naturales con el derecho de los pueblos a disponer de sus recursos. Como ya hemos avanzado, esta cuestión fue central en la consulta del Consejo de Seguridad de la ONU a Hans Corell en 2002, quien expuso de manera exhaustiva, como ya hemos visto, la ilegalidad de la explotación de los recursos naturales del territorio52.

			Los mencionados acuerdos pesqueros europeo-marroquíes fueron aceptados por el Parlamento Europeo (PE) mediante dictámenes consultivos (Dictamen conforme sobre la conclusión del Protocolo relativo a la cooperación financiera y técnica entre la Comunidad Económica Europea y el Reino de Marruecos, 1988: 88). Sin embargo, en 2006 esta aprobación se produjo de manera más controvertida, principalmente por la cuestión planteada en el dictamen de Hans Corell sobre la necesidad de que la población saharaui se beneficiara de dicho acuerdo para garantizar la legalidad del mismo y la interpretación que de esta cuestión hicieron las distintas instituciones europeas. Esta polémica se reflejó, por un lado, en cuestiones procedimentales de la aprobación y, por otro lado, en la argumentación del acuerdo, que fue objeto de varias enmiendas53. Aunque finalmente estas enmiendas no fueron incluidas en el texto definitivo, el debate caló en las instituciones europeas, particularmente en el PE, y en 2008 finalmente la Comisión Europea solicitó a Marruecos información sobre los recursos naturales y el destino de sus beneficios. Marruecos respondió con datos que no incluían información específica sobre el territorio del Sahara Occidental argumentando que los datos relativos a este se incluían en los datos de las denominadas «provincias del sur» (Smith, 2013: 284).

			En 2009 la asesoría jurídica del Parlamento consiguió nuevos datos que confirmaron que el acuerdo pesquero se aplicaba en aguas saharauis y que no se había demostrado compensación económica a la población saharaui (Torrejón Rodríguez, 2013: 134).

			Este creciente debate e interés en la explotación de los caladeros saharauis se plasmó finalmente en la no prorrogación del acuerdo pesquero de 201154. En esta negativa jugaron un destacado papel el parlamentario finlandés Carl Hanglund y el británico Andrew Duff (Smith, 2013: 284 y ss.), quienes abogaron claramente por la negativa e, incluso, por elevar la cuestión a instancias jurisprudenciales (Smith, 2013).

			A pesar de las expectativas que despertó esta decisión de las instituciones europeas entre la población saharaui, estas fueron truncadas por la firma de un nuevo acuerdo pesquero en diciembre de 201355. Este nuevo acuerdo pesquero provocó la interposición por parte del Frente Polisario de un recurso ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea solicitando la declaración de ilegalidad del acuerdo56. Esta iniciativa legal seguía la línea iniciada con la solicitud ante el mismo tribunal en contra del Acuerdo Agrícola UE-Marruecos. El Diario Oficial de la Unión Europea publicó la apelación en febrero de 2013 y se pusieron en marcha ante la Corte del Consejo Europeo las actuaciones y la Comisión57, marcando un hito muy importante en la lucha del Frente Polisario para la defensa de sus recursos naturales.

			El 10 de diciembre de 2015 el Tribunal de Justicia de la Unión Europea decidió anular el acuerdo comercial y pesquero de la Unión Europea y Marruecos por estimar que:

			habida cuenta, concretamente, del hecho de que la soberanía del Reino de Marruecos sobre el Sáhara Occidental no es reconocida ni por la Unión y sus Estados miembros ni, más en general, por la ONU, así como de la falta de mandato internacional que pueda justificar la presencia marroquí en dicho territorio, el Consejo, en el marco del examen de todos los elementos pertinentes del presente asunto con vistas al ejercicio de su amplia facultad de apreciación referente a la celebración o no de un acuerdo con el Reino de Marruecos que pudiera aplicarse también al Sáhara Occidental, debía asegurarse directamente de que no existieran indicios de una explotación de los recursos naturales del territorio del Sáhara Occidental bajo control marroquí que pudiera realizarse en detrimento de sus habitantes y menoscabar sus derechos fundamentales58.

			Esta decisión del Tribunal de Justicia de la Unión Europea constituye un gran hito en la defensa de los derechos fundamentales de la población saharaui, pero también por el éxito de la estrategia del Frente Polisario de la utilización de las instancias jurídicas internacionales para la protección de la población y para contribuir al desbloqueo del conflicto. Las consecuencias políticas de esta decisión jurídica han sido muy importantes y han supuesto una reactivación de la diplomacia en este conflicto59.

			En otro caso sobre la misma cuestión, la hipotética existencia de bolsas de hidrocarburos en el territorio llevó a Marruecos a conceder licencias a las empresas Total, Elf, y Kerr-McGee, mientras que el Frente Polisario firmó un convenio de colaboración con la australiana Fusion Oil y Gas Ldt. Según Toby Shelley, las licencias de prospección concedidas en 2001 por Office National de Recherches et d’Exploitations Petrolieres (ONAREP) abarcaron prácticamente la totalidad de las aguas del Sahara Occidental, en torno a 90 000 millas náuticas, que fueron repartidas entre la sucursal en Marruecos de la estadounidense Kerr-McGee y la francesa Total-Fina-Elf (Shelley, 2004: 63-69).

			El Frente Polisario mostró su malestar e indignación por la explotación marroquí de los recursos del territorio. Recordó a la comunidad internacional que los recursos naturales del Sahara Occidental deben ser explotados en beneficio de los saharauis y que Marruecos, como potencia ocupante, no tiene legitimidad jurídica para la explotación de dichos recursos60. El dictamen de la asesoría jurídica de la SG de 2002 vino a sustentar jurídicamente estas alegaciones saharauis, lo que, sumado a una intensa campaña de presión saharaui en la que participaron junto a las autoridades de la RASD organizaciones no gubernamentales de veinte países, liderada por Western Sahara Resource Watch (WSRW)61, ocasionó la retirada de la ELF y de varias compañías petrolíferas inglesas y nórdicas que también habían obtenido concesiones62.

			El Frente Polisario, por su parte, anunció acuerdos de concesión de explotación petrolífera a la compañía británica Premier63, que se sumaron a la concesión ya efectuada en 2002 a favor de la compañía australiana Fusion Oil64 (integrada en el consorcio que realizó el descubrimiento de Mauritania) para que evaluase el potencial petrolero de toda la plataforma marina saharaui que Marruecos había repartido entre Total y Kerr-McGee65.

			Sin embargo, fue en 2014 cuando por primera vez se realizaron perforaciones de explotación por parte de la empresa estadounidense KOSMOS Energy, asociada a Kerr-McGee, a través de una plataforma petrolífera instalada en aguas saharauis (WSRW, 2014). Esta nueva acción de explotación de los recursos naturales saharauis motivó un nuevo pronunciamiento de Hans Corell responsabilizando directamente al Consejo de Seguridad de Naciones Unidas y recomendando la consulta a la CIJ para aclarar definitivamente la cuestión de la ilegalidad del expolio de los recursos naturales saharauis (Corell, 2015).

			b) Construcción del «berm» o muro defensivo

			Directamente relacionado con la cuestión de los recursos naturales y su explotación, es necesario hacer en este punto una referencia a una circunstancia más que tiene consecuencias jurídicas importantes en el conflicto saharaui: la construcción del berm o muro defensivo.

			Una vez que Mauritania quedó fuera de la guerra de liberación nacional, el Frente Polisario inició la ofensiva denominada Houari Boumédiène66 dirigida exclusivamente ya contra Marruecos. Ante la creciente presión militar del Frente Polisario, el monarca alauí se vio obligado a incrementar las tropas en el Sahara, llegando a superar los 80 000 soldados en 1983 (Hodges, 1984: 104). A pesar de esto, Marruecos era incapaz de controlar el territorio, más allá del control de los puestos militares, y comenzó a haber conatos de rebelión, desmoralización y corrupción entre las tropas, mientras el Frente Polisario, consciente de su ventaja en los ataques rápidos y por sorpresa, por el buen conocimiento del terreno, continuó cosechando victorias con la guerra de guerrillas.

			En agosto de 1980, después de varias derrotas, Marruecos consiguió controlar el paso estratégico a través de las montañas Zini e inició una barrera defensiva hacia Smara que paulatinamente fue extendiendo hasta abarcar en 1981 Bucraa y Bojador, iniciando la construcción de los muros defensivos con el denominado «triángulo hábil». A pesar de que la finalidad inicial de estas barreras fuera defensiva, existían sin duda otros intereses subyacentes a la construcción de estos muros. Concretamente, la necesidad de controlar los recursos naturales de la zona (Oliver, 1987: 215). Esta finalidad económica se evidencia en las etapas de construcción de los muros que comenzaron, como ya hemos dicho, con el «triángulo hábil», donde se ubicaban las minas de fosfatos y los puertos pesqueros de El Aaiún y Bojador, para ir alargándose hasta alcanzar la dimensión actual de 2 700 km de longitud (Biger, 2013: 101).

			Mapa 2. Etapas de construcción y dimensiones de los muros defensivos

			[image: mapa_02.jpg] 

			Fuente: Mapa extraído de la web «Sahara libre» (http://www.saharalibre.es/index.php?option=com_content&task=view&id=60&Itemid=79 (fecha de acceso: 29/11/2011).

			Actualmente este muro consiste en largas barreras de arena, de entre dos y tres metros de altura y casi dos metros de anchura, protegidas por alambradas y amplias zonas minadas, así como por zanjas antitanques67.
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			Imagen 1. Reproducción de la estructura de los muros. Fuente: Oliver (1987: 215).

			Más allá de la funcionalidad del muro, no cabe duda de que desde el punto de vista jurídico la construcción de esta barrera presenta numerosas cuestiones de interés. Resulta evidente que para referirse a estas cuestiones jurídicas resulta de gran utilidad remitir a un caso análogo que ya ha sido examinado no solo por numerosos juristas68, sino también por la CIJ en su Dictamen sobre la legalidad de la construcción del muro en los territorios ocupados palestinos69.

			Así, y habida cuenta de la ya mencionada condición de Marruecos como potencia ocupante del territorio, y la funcionalidad militar del muro, la primera cuestión que se plantea en relación al muro, como han señalado autores como Javier González Vega (González Vega y Rasilla del Moral, 2014) o Juan Soroeta (2008: 20), es la contravención de la prohibición del uso de la fuerza recogida en el art. 2.4 de la Carta de Naciones Unidas y la prohibición de la adquisición de un territorio a través del uso de la fuerza contenido en la Resolución 2625 (XXV), titulada: Declaración sobre los principios de derecho internacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados70. Así lo expuso la Corte en el referido dictamen al afirmar:

			la Corte recuerda que con arreglo al párrafo 4 del Artículo 2 de la Carta de las Naciones Unidas: Los Miembros de la Organización, en sus relaciones internacionales, se abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado, o en cualquier otra forma incompatible con los Propósitos de las Naciones Unidas [...]. Como lo señaló la Corte en su Opinión en el caso Actividades militares y paramilitares en Nicaragua y contra Nicaragua (Nicaragua contra los Estados Unidos de América), los principios sobre el uso de la fuerza incorporados en la Carta reflejan el derecho internacional consuetudinario [véase I.C.J. Reports 1986: 98 a 101, párrs. 187 a 190]; lo mismo es cierto de su corolario que entraña la ilegalidad de la adquisición territorial resultante de la amenaza o el uso de la fuerza71.

			Además, siguiendo igualmente lo dispuesto por el alto tribunal, este recurso a la fuerza contribuye al impedimento del pueblo saharaui para ejercer su derecho a la autodeterminación, ya que limita la base territorial para el ejercicio del mismo:

			Asimismo, la Corte señala que el principio de la libre determinación de los pueblos se consagró en la Carta de las Naciones Unidas y se reafirmó en la resolución 2625 (XXV) de la Asamblea General citada anteriormente, que dispone que todo Estado tiene el deber de abstenerse de recurrir a cualquier medida de fuerza que prive de su derecho a la libre determinación a los pueblos aludidos en [esa resolución]... En el artículo 1 común al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, se reafirma el derecho de todos los pueblos a la libre determinación y se establece la obligación de los Estados partes de promover el ejercicio de ese derecho y de respetarlo, de conformidad con las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas72.

			Además de estas dos claras violaciones de la legalidad internacional, la construcción de este muro contraviene otras numerosas disposiciones del DIH, como, por ejemplo, varios artículos de la IV Convención de Ginebra73:

			•	el artículo 23, que obliga a las partes «a permitir el libre tránsito de medicamentos, material sanitario, víveres y ropas. Esta obligación se subordina a que el enemigo pueda obtener de ellos una ventaja manifiesta para sus acciones bélicas o para su economía»74;

			•	el artículo 25, que regula el derecho de las familias a dar y recibir noticias de sus allegados;

			•	artículo 26, que establece la obligación de facilitar el reencuentro de las familias dispersas a causa del conflicto;

			•	artículo 49, que prohíbe los traslados en masa de la población;

			•	el artículo 53 de la IV Convención de Ginebra, que prohibe la destrucción de bienes inmuebles por parte de la potencia ocupante.

			A todo esto hay que añadir que la existencia del muro supone a su vez la violación de varias disposiciones del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, concretamente, y además del ya mencionado derecho de los pueblos a la autodeterminación recogido en el artículo 1.2 (común a ambos pactos), los artículos 12.1 (libre circulación y residencia) y 17.1 (prohibición de injerencias en la vida privada y familiar) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Además, el muro es escenario de constantes violaciones de otros derechos humanos, como las detenciones arbitrarias y desapariciones, muertes y heridas por minas antipersonas.

			Efectivamente, además de la barrera física de las barreras de arena, el muro se acompaña de numeroso armamento, y concretamente de un elevado número de minas antipersonas. Según la ONG británica Action on Armed Violence (conocida antes como Landmine Action), el Sahara Occidental sigue siendo «uno de los territorios más minados del mundo». Se calcula que hay más de 7 millones de minas en todo el territorio, además de grandes cantidades de restos explosivos de guerra y municiones en racimo75. Claramente, la existencia de estas minas y la ausencia de políticas de desminado contravienen la Convención sobre la Prohibición de las Minas Antipersonas, de la que son miembros la gran mayoría de los Estados salvo Finlandia, Polonia, EEUU, Cuba, Egipto, Libia, Somalia y el propio Marruecos. Por contra, el Frente Polisario oficializó el 3 de noviembre de 2005 su compromiso con el llamamiento de Ginebra para la adhesión a una prohibición total de las minas antipersona (Fiddian-Qasmiyeh, 2011).

			Una vez analizados los principales aspectos jurídicos relevantes en el contexto que nos ocupa, vamos a pasar a analizar las principales violaciones de derechos humanos que se han producido y se producen en la actualidad en el territorio del Sahara Occidental.

			1.1.3. Principales violaciones de los derechos humanos en el contexto del conflicto del Sahara Occidental

			A continuación se profundiza en la evolución histórica de las violaciones de derechos humanos en el conflicto saharaui, que hemos planteado en tres etapas: la primera se inició inmediatamente después de la invasión del territorio e incluye los años posteriores (1975-1986); la segunda etapa se caracteriza por la continuación de la violencia sistémica y las expectativas de retorno de la población (1987-1998); y, finalmente, la tercera etapa se inició con las Intifadas que tuvieron lugar en 1999 y 2005, la represión del campamento de Gdem Izik en 2010 y los sucesos violentos de los últimos años.

			La invasión militar, que se desarrolló entre finales de octubre de 1975 y 1976, se llevó a cabo mediante una estrategia de ataque a la población, desplazamiento forzado, arrasado de asentamientos nómadas, así como saqueo y robo de ganado de camellos y de cabras, bombardeos a la población civil, desapariciones forzadas y torturas. Según estadísticas, para la realización de estas operaciones el Estado marroquí envió al terrero a 2000 efectivos de las Fuerzas Armadas Reales que ocuparon los cuarteles abandonados por la antigua colonia. La entrada de dichas fuerzas provocó el éxodo de más de 40 000 personas. Ante el éxodo de la población civil saharaui, las fuerzas de ocupación marroquíes iniciaron su persecución que culminó en los bombardeos de Um Draiga, Tifariti y Guelta (Ollé Sesé, 2008: 146).
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